CONTRATO DE CONSULTORÍA – Artículo 115 – Decreto 222 de 1983 – Definición 
Así las cosas, es menester tener en cuenta que de conformidad con el artículo 115 del Decreto 222 de 1983, el contrato de consultoría era definido como aquél cuyo objeto se refiera a la realización de los estudios requeridos previamente para la ejecución de un proyecto de inversión, a estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos especificados así como a las asesorías técnicas y de coordinación; e igualmente, los que tienen por objeto la interventoría, la asesoría misma en el desarrollo de los contratos de consultoría y la ejecución de estudios, diseños, planos, anteproyectos, proyectos, localización, asesorías, coordinación o dirección técnica y programación de obras públicas. 

CONTRATO DE CONSULTORÍA – Concepto 
El concepto consultoría se refiere a una modalidad de servicios profesionales prestados por una persona en relación con proyectos, noción que excede el tenor literal de la expresión. En efecto, la consultoría en el ámbito de la contratación estatal es un contrato cuyo objeto permite el aprovechamiento de la actividad intelectual autónoma de una persona natural o jurídica (locación de obra intelectual) en función de la solución de problemas específicos, relacionando las posibilidades y modos de utilización con la realidad social, económica, técnica, cultural y ambiental en que se debe actuar y aplicar al servicio de los intereses públicos y de los grandes proyectos nacionales y de inversión pública. 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA (SUBSECCIÓN B)

Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO

Bogotá D.C., veintidós (22) de junio de dos mil once (2011)

Radicación número: 520012331000-1996-07328-01 (18.169)

Actor: GERARDO GAETH LEMOS  

Demandado: CORPONARIÑO 

Asunto: Acción de controversias contractuales

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 15 de febrero de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, en la que se negaron las pretensiones de la demanda. La sentencia apelada, previo el estudio correspondiente, será confirmada, por los motivos que se expondrán en la parte considerativa.
I. ANTECEDENTES

1. Las pretensiones

El 21 de diciembre de 1995, por intermedio de apoderado judicial, en ejercicio de la acción de controversias contractuales (art. 87 del C.C.A.) el señor Gerardo Gaeth Lemos, formuló demanda contra la Corporación Autónoma Regional de Nariño (en adelante también CORPONARIÑO), con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:

“1. Declarar que es nula la Resolución No. 115 de junio 7 de 1995, expedida por la Corporación Autónoma Regional de Nariño, mediante la cual se adopta el acta de liquidación unilateral del contrato de consultoría No. 365 de 1991 y adicionales Nos.1, 2, 3, 4, 5 y 6 de 1993.

2. Declarar que el Acta de Liquidación constante en 21 folios de fecha 30 mayo de 1995, suscrita por el Director General de CORPONARIÑO y por el Ingeniero Interventor Álvaro Barahona, es nula.

3. Declarar que es nula la Resolución número 172-1 de agosto 11 de 1995, expedida por la misma entidad.

4. Declarar que el concepto técnico del 10 de agosto de 1995, suscrito por el Ingeniero Álvaro Garzón y dirigido al Director de CORPONARIÑO, que dio base a la expedición de la resolución 172-1 de agosto 11 de 1995, constante de 24 folios, es nulo.

5. Declarar que el Acta de Acuerdo de noviembre 30 de 1992, por valor de $134.928.439, suscrita entre CORPONARIÑO y el demandante, hace parte  de la relación contractual y por lo tanto produce plenos efectos económicos y jurídicos. 
6. Declarar que el valor acumulado del contrato 365/91, actas de acuerdo y contratos adicionales asciende a la suma de $811.240.866, o la que resulte probada dentro del proceso.

7. Declarar que CORPONARIÑO realizó los contratos adicionales 365-3 y 365-6 de 1993, con base en la propuesta de abril de 1993, por un valor $416.728.867, presentada por el Ingeniero GERARDO GAETH LEMOS, y que además la diferencia dejada de contratar, es decir la suma de $9.002.560, hace parte de la relación contractual.

8. Declarar que CORPONARIÑO debe reintegrar la suma de $3.847.500, descontadas al consultor en la Resolución No. 172-1 de agosto 11 de 1995.

9. Declarar que el Ingeniero GERARDO GAETH LEMOS, NO INCUMPLIO las obligaciones contractuales contraídas con CORPONARIÑO, en el sentido de hacer imposible la ejecución del Contrato No. 365 de 1991 y adicionales, o derivar la causación de perjuicios a la Entidad Contratante.

10. De conformidad con las alegaciones y pruebas de la demanda y del proceso, solicito declarar que la Corporación Autónoma para el Desarrollo de Nariño-CORPONARIÑO incumplió obligaciones legales y contractuales a favor del contratista GERARDO GAETH LEMOS, y no le permitió la culminación de la labor contratada dentro del programa de Prevención, Control y Erradicación del Cólera de Nariño.

11. Declarar que el Ingeniero GERARDO GAETH LEMOS, en virtud de la relación contractual tenía y/o tiene Derecho a que la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo de Nariño le prorrogue el contrato No. 365 de 1991, en la modalidad del contrato 365-7, o la que el Tribunal Contencioso Administrativo determine, tanto en plazo, como en cuantía, de conformidad con los fundamentos y pruebas de la presente demanda y del proceso.

12. Condenar a la Nación-Corporación Autónoma-CORPONARIÑO, a pagar al ingeniero las sumas dejadas de percibir por indebida liquidación de actas, reajustes y todos los perjuicios ocasionados de conformidad con las alegaciones del proceso y en el monto que resulten probados, o la suma que resulte liquidada conforme al procedimiento indicado en el artículo 308 del C. de P.C. monto que se actualizará en su valor.

13. Ordenar si fuere procedente la nueva liquidación del Contrato, incluyendo las sumas y valores probados como dejados de cancelar, descontados ilegalmente y la inclusión de los perjuicios a favor del demandante.

14. A la Sentencia que ponga fin al Proceso se le dará cumplimiento en los términos de los artículos 176, 177 y 178 (si fuere procedente este último) del Código Contencioso Administrativo.”
2. Los fundamentos de hecho

Los hechos narrados en la demanda son, en resumen, los siguientes: 

2.1. Que la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo de Nariño- CORPONARIÑO abrió el Concurso de Méritos n.° 01 de 1991, con el fin de adjudicar un contrato dentro del Programa de Erradicación, Prevención y Control del Cólera en Nariño.

2.2. Que el contrato fue asignado al ingeniero Gerardo Gaeth Lemos, y se le radicó con el número 365 de 1991, en la modalidad de Contrato de Consultoría, con un plazo inicial de de 15 meses, contados a partir del 5 de diciembre de 1991 y fecha de finalización el 5 de marzo de 1993 y con el objeto de constituir una Unidad Técnica de Apoyo para poner en marcha el Programa de Acueductos y Alcantarillados del Plan Nacional de Prevención, Control y Erradicación del Cólera en Nariño, Interventoría Técnica y Administrativa y Desarrollo Institucional, por valor de $230.700.878.oo. 

2.3. Que para el año de 1992 se reconocieron ajustes al Contrato 365, por valor de $37.871.242,oo y mediante Acta de 30 de noviembre de 1992 por $134.928.439, los que sumados al valor inicial arrojaban un valor total comprometido en la relación contractual de $403.500.559, dentro del plazo de ejecución del contrato.

2.4. Que el contrato 365 fue adicionado en 6 oportunidades, ampliándose su plazo hasta el 27 de noviembre de 1994 y su precio y cuantía en $407.740.307 más, para una suma total de $811.240.866 involucrados en la relación contractual. 

2.5. Que CORPONARIÑO sólo admitió como total acumulado la suma de $676.312.427, porque nunca ha querido acumular la suma de $134.928.439 contenidos y reconocidos mediante acta de 30 de noviembre de 1992, pero de lo cual jamás se llevó a contrato escrito, aunque si se canceló aproximadamente en un 85%. 

2.6. Que al contrato número 365 de 1991 y a sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6 más el Acta de 30 de noviembre de 1992, según actas parciales números 1 a 20 y acta adicional, se les hizo pagos que ascendieron a $606.834.907. 

2.7. Que el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos, el 6 de abril de 1993, hizo una propuesta para la Interventoría Técnica y Administrativa y para el Desarrollo Institucional del ente administrador de los servicios de acueducto y alcantarillado.

2.8. Que el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos, conocedor del estado de reservas y disponibilidades presupuestales, solicitó de manera expresa a CORPONARIÑO el día 7 de julio de 1994, es decir, 4 meses y 20 días antes de vencerse la prórroga del contrato 365-6, que se le renovara o prorrogara el contrato, teniendo en cuenta que existía objeto por ejecutar, petición frente a la cual el director ejecutivo le contestó el 12 de julio siguiente que se tramitarían las adiciones al contrato.

2.9. Que el plazo del Contrato Adicional número 365-6-93 vencía el día 27 de noviembre de 1994 y a pesar de existir reservas presupuestales suficientes que permitían una nueva prórroga, tanto por objeto y cuantía, fue liquidado unilateralmente a toda costa, lesionando los derechos del ingeniero Gerardo Gaeth Lemos, derivados de su relación contractual.

2.10. Que CORPONARIÑO consideró que el Ingeniero Gerardo Gaeth Lemos no se había presentado a la reunión programada a las 3:00 p.m. del día 27 de marzo de 1995 para liquidar bilateralmente el contrato, pese a que sí llegó ese día a la 4:15 p.m, y en consecuencia produjo la Resolución número 115 de 7 de junio de 1995, por la cual adoptó la liquidación unilateral del contrato de consultoría número 365 de 1991 y sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6, ordenando, entre otros aspectos, el pago de la suma de $85.990.000 por concepto de saldos a favor y el descuento de la suma de $26.798.387.

2.11. Que mediante Resolución número 172 de 11 de agosto de 1995, se resolvió el recurso de reposición contra la anterior decisión ordenando devolver al ingeniero Gerardo Gaeth Lemos la suma de $22.950.887, admitiendo en consecuencia que no incumplió sus obligaciones; además, se estableció en la misma que se continuaría descontando la suma de $3.847.500,oo por considerar que una tarea de desarrollo institucional no fue satisfecha, pese a que esta última suma ya estaba pagada por CORPONARIÑO.

2.12. Que las verdaderas reservas del Contrato número 365 de 1991 y adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6, a la terminación del contrato, ascendían a la suma de $389.379.059, discriminados así:

“$65.489.000 Posición Oficial de CORPONARIÑO en marzo 22 de 1995.

$183.648.975 Posición Oficial de CORPONARIÑO en marzo 22 de 1995.

$65.630.020 Concepto Técnico de Agosto 10/95 adoptado en la resolución 172-1/95.

$49.702.109 Concepto Técnico de Agosto 10/95 adoptado en la Resolución 172-1 de Agosto 11/95.

$24.808955    Del contrato inicial.

-----------------

$389.379.059 TOTAL RESERVAS.”

2.13. Que con las reservas anteriores y debidamente reconocidas por CORPONARIÑO del contrato No. 365 de 1991 y adicionales, y una vez liquidado unilateralmente, se financió la vinculación y contratación de un nuevo contratista, al que se le cancelan las obligaciones del nuevo módulo de asistencia técnica sin haber liberado y legalizado las reservas que estaban comprometidas con el Ingeniero Gerardo Gaeth Lemos.

2.14. Que CORPONARIÑO, una vez liquidado el contrato en forma unilateral dejó de reconocer, de una parte, por concepto de recursos humanos de desarrollo institucional, la suma de $51.210.237, y de otra, por reajustes de las actas 003, 004, 005, 007 y 008 la suma de $26.594.322. 

3. Normas infringidas y concepto de la violación

El actor en su extenso escrito de 179 folios en el que integra la demanda inicial y su adición señaló como normas infringidas las siguientes: (i) artículos 2, 5, 6, 13, 58 y 124 de la Constitución Política; (ii) artículos 1546, 1602, 1613 y 1617 del Código Civil; (iii) artículos 19, 26, 46, 52, 53, 58, 62, 119, 287, 288 y 289 del Decreto 222 de 1983; (iv) artículo 78 de la Ley 80 de 1993; (v) artículo 27 del Decreto 679 de 1994; y (vi) artículos 86 y 89 de la Ley 38 de 1989.

Expuso que la demanda se instauró con el propósito de que se declare que el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos tiene el derecho a que CORPONARIÑO le prorrogue el contrato 365-91 con fundamento en que ya había sido prorrogado en seis oportunidades; no fueron utilizadas las reservas que se tenían destinadas para la relación contractual que lo permitían; los objetos de los contratos 365-3 y 365-6 aún faltaban por ejecutarse; y porque CORPONARIÑO con el fin de deshacerse de los derechos a favor del contratista eliminó la Unidad Técnica de Apoyo (UTA) y creó el Módulo de Asistencia Técnica (MAT) para desarrollar el mismo objeto contractual de prevención, control y erradicación del cólera financiado con las reservas de su contrato.

En este contexto, a su juicio, con la no prórroga del contrato lo que pretendió CORPONARIÑO fue terminárselo a toda costa, amparado en una aparente legalidad, violando sus derechos constitucionales al trabajo y a la igualdad, al dejar de percibir una utilidad del 40% equivalente a $155.751.623,6; la suma de $51.210.237 que no le fue pagada en la ejecución del contrato y $26.594.322 por concepto de reajuste más los intereses.
Aseveró que las Resoluciones 115 de 7 de junio de 1995 y 172 de 11 de agosto de 1995 son nulas porque vulneran las normas del Decreto ley 222 de 1983 señaladas, al habérsele citado a efectuar la liquidación sin que existiera causal para ello, según el artículo 287 del mencionado decreto ley, fundamentándola en los artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993 que no resultaban aplicables y sin que hiciera presencia el representante legal de la entidad.

Además, en su concepto, tales autos adolecen de falsa motivación, porque: (i) no contienen los montos reales acumulados del contrato, pues se ocultó y no reconoció la suma de $134 millones de pesos de que trata el acta de 30 de noviembre de 1992, existiendo una diferencia de 173 millones de pesos entre la cifra incluida en la primera resolución por $638.441.185 y la real de $811.240.866, situación que se agrava con el segundo acto en el que se consigna la suma de $610.682.407,45; (ii) las razones aducidas en los actos violan la Ley 38 de 1989 (arts. 86 y 89) y el Decreto 222 de 1983 (arts. 26, 52 y 53), dado que si no se contaba con respaldo contractual y presupuestal, cómo se entiende que se haya cancelado casi en un 85% la suma de $134 millones de pesos de la referida acta; (iii) las razones invocadas por CORPONARIÑO para no prorrogar el contrato, relacionadas con que no tenía el deber legal o contractual o que no estimaba conveniente hacerlo, no resultan válidas frente a las seis adiciones que ya se habían hecho.

Igualmente, afirmó que se violó el artículo 58 del Decreto 222 de 1983, toda vez que si se admitiera que no se pudiera prorrogar en más de un 50% el valor del contrato, lo cierto es que la nueva prórroga se hubiera podido efectuar hasta por la suma de $201.750.279, pues existían reservas suficientes y la necesidad exigida en la citada disposición.

Adicionalmente, indicó que el informe técnico del 10 de agosto de 1995 adolece de falsa motivación, cuando en él se afirma que no se suscribió un contrato hasta por la totalidad de la propuesta, frente a un valor no pagado por $69.319.945 y porque contiene una serie de imprecisiones técnicas del acta de acuerdo de 30 de noviembre de 1992.

Así mismo, sostuvo que CORPONARIÑO dejó de pagar ilegalmente recursos por costos de personal y costos directos relacionados con el ingeniero de capacitación, cuando en el acta n.° 004 descontó un valor de $2.695.000 por un supuesto error en la facturación en el acta n.° 001; y en el mismo sentido cuando con falsa motivación en el acta de liquidación unilateral se descontó la suma de $6.336.200 por concepto del ingeniero, descuento que luego quedó en $3.847.500. 

De otra parte, señaló como normas violadas en forma subsidiaria los artículos 90 de la Constitución Política, 3, 5, 8, 9, 14, 23, 25, 27, 28, 39, 53, 60, 61 y 68  de la Ley 80 de 1993 y 84 del Decreto 2304 de 1989, pues sostuvo que con la actuación que se controvierte la entidad pública no atendió los fines de la contratación, desconoció los deberes que le correspondían, rompió el equilibrio económico del contrato, dilató indebidamente el pago oportuno de la remuneración del contratista, manejó administrativa y financieramente en forma arbitraria el contrato, sin consideración a los principios de buena fe y los derechos de igualdad, audiencia y defensa, omitiendo elevar documentos por escrito (acta de 30 de noviembre 1992), causándole así un daño antijurídico y sin siquiera permitirle la realización de una liquidación bilateral del contrato o acudir a la utilización de mecanismos de solución directa del conflicto.

Finalmente, adujo que la entidad pública incumplió el contrato porque: (i) desconoció el acta de acuerdo de 30 de noviembre de 1992 y se retrasó en los pagos; (ii) no celebró contratos por igual valor al de la propuesta realizada por el contratista en el mes de abril de 1993; (iii) no plasmó el acta de acuerdo de 30 de noviembre de 1992 en un contrato escrito; (iv) pagó y facturó actas por labores efectuadas en distintos contratos adicionales, así como actas de acuerdo y contrato principal, introduciendo anexos no conocidos; (v) no pagó la remuneración contractual en debida forma y en los montos legítimos y completos, tales como, el cargo de subdirector ($7.218.287,50) y los valores de las actas números 003, 004, 005, 007 y 008 por haberlas liquidado indebidamente, todo lo cual rompió el equilibrio financiero del contrato y el principio de buena fe; (vi) no prorrogó el contrato y lo dejó vencer, pese a que manifestó expresamente que lo iba a hacer; (vii) no permitió la ejecución plena del objeto de los contratos adicionales 365-3 y 365-6 de 1993, relacionados con los recursos humanos y costos directos de desarrollo institucional, por valor de $53.478.802, suma que luego destinó al pago de otro contratista; (viii) no le permitió continuar ejerciendo las labores de interventoría técnica de las obras físicas de la construcción de acueducto y alcantarillado en los municipios beneficiarios del Plan de Cólera Grupo I y Grupo II, al terminársele el contrato no obstante tener objeto por cumplir; y (ix) vinculó a un nuevo contratista con las reservas a nombre de Gerardo Gaeth Lemos para ejecutar el mismo objeto contratado. 

4. Trámite de la admisión y traslado de la demanda

En auto de 16 de febrero de 1996 el Tribunal a quo admitió la demanda y ordenó las notificaciones personales al Agente del Ministerio Público y al demandado. Igualmente en auto de 7 de mayo de 1996 ordenó las mismas actuaciones en relación con la adición de la demanda. 

5. La oposición de la demandada

Una vez notificada personalmente la demanda y su adición el 15 de abril y 14 de junio de 1996, la entidad pública demandada presentó sendos escritos en los que se opuso a las pretensiones, aceptó unos hechos y negó otros. 

En particular señaló que: (i) el valor acumulado de la relación contractual no ascendió a $811.240.866 sino a $676.312.427, porque la suma de $134.928.439 que se deduce del acta de 30 de noviembre de 1992, que tuvo por fin autorizar la vinculación de personal y algunos gastos directos de la Unidad Técnica de Apoyo, se incorporó al contrato adicional número 365-3 de 1993, que tuvo por objeto ampliar el contrato principal en $160.236.440; además, si fue cancelado el 85% del valor que se reclama por dicha acta es porque el 15% restante corresponde a recursos humanos y costos directos no utilizados; (ii) las reclamaciones por reajustes o errores de facturación no tienen fundamento, por cuanto las actas fueron presentadas y suscritas por el contratista y en ellas no se hizo ninguna observación o reclamo alguno, así como también carecen de soporte las reclamaciones respecto de la oportunidad en su pago dado que el mismo se demoró entre 6 a 7 meses para su presentación; (iii) el valor cancelado fue de $606.834.907, como producto de la liquidación, y en esa suma se contempló todo lo relacionado con los costos directos y el personal utilizados en el cumplimiento de las actividades definidas y constatadas por la interventoría; (iv) a la fecha del vencimiento del contrato adicional número 365-6 de 1993, esto es, 27 de noviembre de 1994, no existían recursos suficientes para permitir una nueva prórroga, solo existía un monto de $90.219.792, porque la partida de $183.648.975 para desarrollar el Plan contra el Cólera había sido asignada por FINDETER a seis municipios con los cuales no se tenía convenio, quienes, por tanto, podían contratar en forma independiente con personas naturales o jurídicas diferentes a la gerencia de los proyectos; (v) la relación contractual terminó por vencimiento del término pactado y se decidió no prorrogar, estando amparada por la ley la liquidación unilateral del contrato que efectuó la entidad, pues el contratista no se hizo presente a la hora previamente fijada para la diligencia de liquidación, a la que asistió la subdirectora administrativa y financiera en representación de la corporación, según delegación realizada por Resolución 054 de 27 de marzo de 1995; (vi) el contratista y ahora demandante de manera inconcebible lo que pretende es que se le pague dos veces el valor del contrato, sin que, además, tenga fundamento la cuantificación de los perjuicios que reclama, porque, entre otros aspectos, se puede verificar el valor que debía pagarse al subdirector, la demora de su parte en la entrega de las actas y el incumplimiento de algunas actividades del ingeniero.

De otra parte, enfatizó que la entidad no estaba obligada ni legal ni contractualmente a mantener o prorrogar el vínculo creado según contrato 365 de 1991 y que terminado éste por extinción del plazo el único paso que quedaba era su liquidación, actuación que cumplió a cabalidad todos y cada uno de los requisitos y procedimientos.

Por último, propuso las excepciones de: (i) inexistencia de la nulidad que se predica de las actas y actos administrativos que sirvieron de fundamento para liquidar unilateralmente el contrato número 365-91 y los adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de 1993; (ii) pago total de la obligación, toda vez que se canceló al contratista la suma de $606.834.907; y (iii) carencia total del derecho a demandar por parte del actor.

6. Actuación procesal en primera instancia

6.1. Por auto de 10 de julio de 1996 se aceptó el llamamiento en garantía realizado por la parte demandada a la Financiera de Desarrollo Territorial S.A.-FINDETER por ser parte del convenio de 9 de diciembre de 1993, suscrito con CORPONARIÑO, cuyo objeto era el de aportar la suma de $256.447.867 para que la corporación pudiera contratar los consultores idóneos en la ejecución de la interventoría, desarrollo institucional y gestión de proyectos en el sector de acueducto y alcantarillado dentro del Plan contra el Cólera en el Departamento de Nariño, recursos con los cuales se celebró el contrato 365-6 de 1993 con el Ingeniero Gerardo Gaeth Lemos.

Notificado personalmente FINDETER presentó escrito en el que puntualizó que si bien suscribió dicho convenio y prestó asistencia técnica para elaborar los términos de referencia del mencionado contrato, el único responsable por la consultoría es CORPONARIÑO, quien no tenía la obligación legal o contractual de suscribir contratos adicionales en los términos del artículo 58 del Decreto ley 222 de 1983 con Gerardo Gaeth Lemos, ingeniero al que no le asiste derecho de reclamar perjuicios por cuanto no ejecutó prestaciones por fuera del contrato. Agregó que no existen fundamentos para haberlo llamado en garantía, pues las consideraciones se basan en actuaciones personales del Coordinador Nacional del Plan del Cólera, persona que no cuenta con representación legal de la entidad. En consecuencia, solicitó despachar negativamente las pretensiones de la demanda y el llamamiento a él efectuado. 

6.2. Mediante providencia de 11 de octubre de 1996 se abrió el proceso a pruebas y se decretaron las pedidas por el actor en la demanda y la entidad pública accionada en la contestación de la misma. 

6.3. El 25 de marzo de 1999 se realizó audiencia de conciliación, que resultó fallida según auto de 9 de abril siguiente.

6.4. Mediante providencia de 29 de abril de 1999, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión, etapa durante la cual:

6.4.1. El llamado en garantía manifestó que no resultaban atendibles jurídicamente las pretensiones de la demanda, dado que CORPONARIÑO no tenía obligación de suscribir el contrato adicional número 7 al contrato de consultoría número 365 de 1991, el cual se extinguió en virtud del vencimiento del plazo; y reiteró que cualquier responsabilidad que pudiera resultar por la ejecución del mismo sería imputable a la citada corporación.

6.4.2. La entidad demandada solicitó denegar las súplicas de la demanda, para lo cual reiteró que no estaba en el deber de prorrogar el contrato; que al actor se le informó en tiempo que no se prorrogaría, y que canceló oportunamente la remuneración pactada en el mismo y los adicionales celebrados, cumpliendo todas las obligaciones contractuales, tal y como dan cuenta las respectivas actas y los testimonios que obran en el proceso.     

6.4.3. El actor pidió despachar favorablemente las pretensiones, toda vez que, en su opinión, está demostrada la actitud inconsulta y arbitraria de la entidad para liquidar unilateralmente el contrato, impidiéndole al contratista terminar los trabajos y procediendo a realizar la liquidación sin tener en cuenta los reajustes, los intereses y demás perjuicios causados, como se puede constatar con la prueba pericial rendida en el proceso. Además, indicó que los testigos que deponen en el proceso son sospechosos porque tienen sentimientos de solidaridad. 

6.4.4. El Procurador 35 Judicial Administrativo de Nariño presentó concepto en el que solicitó denegar las pretensiones de la demanda, dado que el Contrato de Consultoría 365 de 1991 se terminó por vencimiento del plazo pactado en la última prórroga el 27 de noviembre de 1994, de manera que el mismo y sus adicionales podían ser liquidados unilateralmente en los términos del artículo 289 del Decreto 222 de 1983. A su juicio: (i) CORPONARIÑO no estaba obligado a prorrogar el contrato; (ii) tenía facultad para liquidarlo unilateralmente; (iii) no causó perjuicio alguno al contratista, pues la utilidad era una mera expectativa y de ahí los errores en que incurren los dictámenes periciales; (iv) si bien el acta de 30 noviembre de 1994 no se elevó a un contrato escrito, al contratista se le pagó el trabajo realizado que se incluyó en la liquidación, dejando solamente de cancelar los recursos no utilizados; (v) la propuesta realizada por el contratista el 30 de abril de 1993 no fue aceptada en su totalidad por CORPONARIÑO; (vi) las actas 1 a 20 fueron firmadas por el contratista y debidamente canceladas; y (vii) los testimonios de diferentes alcaldes de los municipios costeros demuestran que el actor incumplió al presentar diseños no acordes con la ubicación geográfica de los mismos.

7. La sentencia impugnada

El Tribunal a quo en la sentencia impugnada, tras analizar los hechos probados según el acervo probatorio allegado al proceso, consideró que el contrato principal de consultoría número 365 de 1991 y sus seis adicionales, se ejecutaron y cumplieron desde el 5 de diciembre de 1991 hasta el 27 de noviembre de 1994 y luego por voluntad renuente del contratista de llegar a un acuerdo fueron liquidados por CORPONARIÑO en los actos administrativos demandados, en los cuales no encuentra que se haya ocultado, distorsionado o aplicado indebidamente la ley para alterar la liquidación y causar perjuicios económicos al contratista. Consideró que la aplicación de los artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993 en forma concordante con el artículo 289 del Decreto 222 de 1983 fue correcta, sin que exista falsa motivación, ni aplicación indebida ni desviación de poder.

Estimó que el hecho con mayor preponderancia lo hace consistir el demandante en que no se reconoció un reajuste al contrato principal por valor de $134.928.439 contenido en el acta de 30 de noviembre de 1992, pero señaló que allí no se pactó ningún reajuste, sino que se fijó la forma de pago y el monto de los costos adicionales de los gastos de personal y costos directos, que efectivamente se pagaron en las actas números 1, 3, 4, 7 y 20, por valor final de $110.019.484, como lo indica el último dictamen pericial rendido en el proceso.

Adujo que los verdaderos motivos para plantear la controversia contractual consisten en que el contratista quería y consideraba que le asistía derecho suficiente para obligar a CORPONARIÑO a celebrar un nuevo contrato adicional, porque existían recursos presupuestales, lo cual resulta inaceptable y no cuenta con respaldo alguno en la ley, de manera que la entidad contratante no estaba obligada a hacerlo. 

Concluyó que el contrato principal terminó por vencimiento del plazo de la última prórroga; la liquidación se encuentra legalmente realizada; el contrato principal y sus adicionales se cumplieron a cabalidad, pues no existe prueba de incumplimiento, y el acta de 30 de noviembre de 1992 no contiene la voluntad de celebrar un contrato adicional o un reajuste. 

8. El recurso de apelación

La parte demandante presentó el 18 de febrero de 2000 recurso de apelación contra la sentencia del a quo,  el cual sustentó el 14 de junio de ese año, con el fin de que fuera revocada y en su lugar acogidas las súplicas de la demanda.

En primer lugar, sostuvo el recurrente que la sentencia desconoció el derecho del actor a la prórroga del contrato, que surgió a causa de las diferentes demoras en el suministro de los elementos necesarios para desarrollar el contrato de consultoría, esto es, del incumplimiento de CORPONARIÑO, originado especialmente por el retardo en el pago de las actas (entre cinco y siete meses), que se vio en la necesidad de firmar sin reparos para cumplir con los compromisos. Igualmente, la prórroga se sustenta en el efecto natural propio de los principios de bilateralidad del contrato, de reciprocidad de la causa, de equilibrio contractual y de buena fe en su ejecución, de manera que al no reconocérsele se perdió de vista el interés público existente en el contrato estatal.

En segundo lugar, aseveró que al no otorgársele la prórroga del contrato, se le lesionó su interés jurídico a obtener una ganancia lícita y se le afectó su estabilidad emocional y tranquilidad espiritual, debiéndose aplicar, en la hipótesis de no ser posible la determinación del perjuicio, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, relacionado con los principios de reparación integral y equidad por los daños irrogados.

En tercer lugar, manifestó que si él tiene derecho a la prórroga del contrato, resulta evidente que la liquidación del mismo fue inoportuna y por ende las Resoluciones 115 y 172 de 1995 -que la contienen- estarían viciadas por las causales de nulidad de falsa motivación y expedición irregular previstas en el artículo 84 del C.C.A., dado que el contrato estaría aún vigente.

En cuarto lugar, censuró que la providencia no hubiese tenido en cuenta el principio iura novit curia para juzgar las pretensiones resarcitorias de la demanda, pues “no apreció el Tribunal cuál es la verdadera causa invocada por el actor para demandar la indemnización de perjuicios; analizó la demanda en su forma estrictamente literal, entendiendo que es la liquidación del contrato, el título de responsabilidad que invoca el actor, cuando en realidad, el demandante deriva los perjuicios del desconocimiento del derecho de prórroga, éste fundando en los principios ya mencionados de la contratación” y “en que hubo incumplimientos de la Administración que son fuente de derechos para el actor.”
9. Actuación en segunda instancia

9.1. El recurso fue admitido por esta Corporación en auto de 16 de junio de 2000.

9.2. Mediante auto de 8 de septiembre de 2000 se dio traslado a las partes para alegar y al Ministerio Público para que rindiera concepto. El actor presentó escrito en el que reiteró la sustentación del recurso. 

FINDETER, llamado en garantía, en su escrito de alegatos manifestó que: (i) el actor adujo en el recurso argumentos diferentes a los que había esgrimido dentro del proceso; (ii) la existencia de disponibilidades presupuestales no justifica modificaciones a los contratos ni crea derechos privilegiados a los contratistas a que se les adicionen; (iii) los principios de bilateralidad y reciprocidad de la causa no se aplican en los términos de igualdad planteados en el recurso, y los principios de equilibrio contractual y buena fe tienen un significado en el ordenamiento diferente a los expuestos por el actor; (iv) no es legítimo que el actor pretenda pagos o indemnizaciones no respaldados en la relación contractual; (v) no existe prueba del incumplimiento en suministrar elementos por CORPONARIÑO, más bien sí tiene asidero en el acervo probatorio la falta de idoneidad de lo ejecutado por el contratista; y (vi) está demostrado que la entidad pública tenía facultad para liquidar unilateralmente el contrato.   
El Ministerio Público y la demandada no intervinieron.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala confirmará la sentencia del Tribunal a quo, para lo cual abordará el análisis de los siguientes aspectos: 1) la competencia, 2) el objeto de la acción y el motivo de la apelación; 3) lo demostrado en el proceso; 4) el régimen jurídico del contrato de consultoría 365 de 1991 y sus adicionales; 5) el derecho alegado por el demandante a la adición del contrato 365 de 1991; 6) la procedencia de la liquidación unilateral del contrato 365 de 1991 y sus adicionales; y 7) los reconocimientos reclamados y supuestamente omitidos en la liquidación unilateral del contrato 365 de 1991 y sus adicionales

1. Competencia 

La Sala destaca que es competente para conocer de la apelación dentro de este proceso suscitado mediante la interposición de la acción de controversias contractuales, idónea de acuerdo con la legislación vigente al momento de interponer la demanda y ejercida en término legal
, competencia que tiene su fuente en lo dispuesto por el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 13 del Reglamento del Consejo de Estado, contenido en el Acuerdo 58 de 1999 (modificado por el artículo 1º del Acuerdo 55 de 2003), en el que se distribuyen los negocios por Secciones. 

Adicionalmente, precisa la Sala que le corresponde resolver el recurso de apelación en consideración a que la providencia apelada fue proferida en proceso de doble instancia, toda vez que la pretensión mayor (perjuicio material por la utilidad que indica el demandante dejó de percibir a fl. 354 cd. ppal.) asciende a la suma de $83.824.407, y la mayor cuantía para la fecha de presentación de la demanda -21 de diciembre de 1995- era de $9.610.000, lo cual comportaba que el proceso se tramitara en primera instancia ante los Tribunales Administrativos y en segunda instancia ante el Consejo de Estado, circunstancia que no había variado para la fecha de presentación del recurso de apelación el 18 de febrero de 2000, época para la cual la mayor cuantía era de $26.390.000.

2. El objeto de la acción y el motivo de la apelación
De la demanda se desprende que el actor persigue:

a) La nulidad de los actos administrativos (Resolución n.° 115 de junio 7 de 1995 y la Resolución número 172-1 de agosto 11 de 1995) por medio de los cuales se realizó el procedimiento de liquidación final del contrato 365 de 1991 y sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6, celebrados entre las partes.

b) La declaración de que el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos, en calidad de contratante consultor, tuvo o tiene derecho a que CORPONARIÑO le prorrogue el contrato 365 de 1991 en la modalidad 365-7.

c) La declaración de responsabilidad por los perjuicios causados al actor, consistentes en las ganancias dejadas de percibir por la no prórroga del contrato y la indebida liquidación de las actas.

La entidad demandada, en esencia, se opone a las pretensiones, pues estima que no tenía obligación legal ni contractual de prorrogar el contrato y que estaba debidamente facultada para liquidarlo unilateralmente una vez vencido el plazo contractual, argumentos que coadyuva el llamado en garantía.

El Tribunal a quo desestimó las súplicas porque, a su juicio, el contrato principal terminó por vencimiento del plazo de la última prórroga y la liquidación se encuentra legalmente realizada. 

El actor impugnó esta decisión, dado que insiste en que se desconoció el derecho del actor a la prórroga del contrato, que surgió a causa del incumplimiento de CORPONARIÑO, en particular, por el retardo en el pago de las actas, de donde se sigue que los actos administrativos demandados que contienen la liquidación están viciados por falsa motivación y expedición irregular. 

De conformidad con lo anterior, los problemas jurídicos que ocupan la atención de la Sala estriban en establecer: (i) si de conformidad con la ley y el contrato el contratista tenía derecho a que CORPONARIÑO le adicionara el contrato 365 de 1991 en la modalidad 365-7, tanto en el plazo como en la cuantía y, por consiguiente, (ii) si resultaba o no procedente la liquidación unilateral del contrato y, finalmente, (iii) si ésta comprendió todos los reconocimientos a que tenía derecho el mismo en su ejecución. 

En este contexto, procede la Sala a resolver el recurso de apelación, previa verificación de los hechos probados en el proceso y el marco jurídico que rige el contrato del sub exámine, de conformidad con los aspectos arriba enunciados que serán materia de análisis. 
3. Lo demostrado en el proceso

La Sala precisa que estudiadas en conjunto las pruebas susceptibles de valoración del voluminoso acervo de las mismas que obran en el proceso
, en orden cronológico quedaron acreditadas las siguientes circunstancias particulares y relevantes de la relación negocial del caso sub iudice: 

3.1. Que el 31 de octubre de 1991, entre CORPONARIÑO y el Ingeniero Gerardo Gaeth Lemos se celebró el contrato principal de consultoría número 365, con el objeto de constituir una Unidad Técnica de Apoyo, para poner en marcha el Programa de Acueductos y Alcantarillados del Plan Nacional de Prevención, Control y Erradicación del Cólera en el Departamento del Nariño, de conformidad con la propuesta presentada por el consultor dentro del concurso de méritos n.° 01 (fls. 169 a 172 cd. ppal.). El valor del contrato ascendió a la suma de $230.700.878.oo, que se pagaría al contratista mediante la entrega de un anticipo equivalente al 40% y el 60% restante al recibo de los trabajos. 

El plazo de ejecución se pactó en quince (15) meses, contados a partir del 5 de diciembre de 1991 y fecha de finalización el 5 de marzo de 1993 (vid. acta de reunión de 30 de noviembre de 1992 a fls. 391 y 392 cd. ppal., y cd. c sin foliar). 
Se estipularon en él las cláusulas de forma de ejecución, pago de salarios y prestaciones sociales a cargo del consultor respecto del personal que vinculara en su desarrollo, interventoría, garantías, cesión, terminación, modificación e interpretación unilaterales, caducidad, penal pecuniaria, multas, inhabilidades e incompatibilidades, perfeccionamiento, requisitos de ejecución y, finalmente, de liquidación del contrato, procedente en cualquiera de los eventos previstos en el artículo 287 del Decreto 222 de 1983 -cláusula décima séptima-.
3.2. Que el 9 de diciembre de 1993, la Financiera de Desarrollo Territorial S.A.-FINDETER y CORPONARIÑO suscribieron un convenio cuyo objeto era el de aportar la suma de $256.447.867 para que la corporación pudiera contratar los consultores idóneos en la ejecución de la interventoría, desarrollo institucional y gestión de proyectos en el sector de acueducto y alcantarillado dentro del Plan contra el Cólera en el Departamento de Nariño (vid. cd. c sin foliar).

3.3. Que mediante acta de reunión de 30 de noviembre de 1994, suscrita por el interventor y el contratista se señaló la necesidad de celebrar un otro sí al contrato número 365 de 1991 para modificar la cláusula séptima referente al plazo, con el fin de ampliarlo por tres (3) meses a partir de la terminación del inicial y que “el valor establecido se definirá por el Asesor Jurídico de Corponariño teniendo en cuenta el estudio con ajustes del 20% por un valor de $136.911.839 (según contrato) y el 26% por un valor de $144.001.358 (según Resolución del MOPT)”, aunque en el anexo que hace parte de la misma se corrige en manuscrito la primera cifra para establecer la de $134.828.43 -fls. 391 y 392 cd. ppal., y cd. c sin foliar-.

3.4. Que el 3 de marzo de 1993, antes del vencimiento del plazo inicialmente pactado, se celebró un contrato adicional al principal 365 de 1991 y luego otros cinco adicionales, cuatro de ellos, con los números 365-1 de 3 marzo de 1993, 365-2 de 30 de marzo de 1993,  365-4 de 26 de agosto de 1993 y 365-5 de 24 de noviembre de 1993 en relación con el plazo; y dos, con los números 365-3 de 17 de mayo de 1993 y 365-6 de 23 de diciembre de 1993 en plazo y precio (fls. 301 y ss.). En efecto, en cuanto a los dos últimos contratos adicionales referidos (fls. 173 a 176 y 465 a 466 cd. ppal.) se estipuló:

Contrato: número 365-3

Fecha: 17 de mayo de 1993.

Objeto: Adicionar el plazo en tres meses y el monto en $160.236.440.

Valor total acumulado: $428.808.120 (con reajuste del 20% año 1992: $37.871.242.) 

Contrato: número 365-6

Fecha: 21 de diciembre de 1993.

Objeto: Adicionar el plazo en once meses y el monto en $247.503.867.

Vencimiento: 27 de noviembre de 1994.

Así, la sumatoria del valor del contrato principal 365 de 1991 -con reajuste- y los anteriores dos adicionales asciende a $676.312.427. 

3.5. Que el contratista con el fin de continuar con la consultoría contratada había presentado una propuesta el 6 de abril de 1993, relacionada con el ejercicio de la interventoría técnica y administrativa para el desarrollo institucional del ente administrador de los servicios de acueducto y alcantarillado, por un costo total de $416.742.867 (cd. 4 sin foliar). Entre el valor de esta propuesta y el de los contratos adicionales números 365-3 y 365-6 antes mencionados, existe una diferencia de $9.002.560.00, suma que es reclamada por el actor (dictamen pericial a fl. 1245 cd. ppal.)

3.6. Que mediante comunicación de 18 de julio de 1994, CORPONARIÑO contestó la solicitud de prórroga del contrato efectuada el 7 de julio del mismo mes por el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos, en el sentido de que no contaba con los recursos para cubrir una ampliación hasta el 5 de mayo de 1995 de la Unidad Técnica de Apoyo, para lo cual se le indicó que resultaba prioritario tener un cifra precisa sobre los recursos invertidos y sobrantes, pues la tramitación de adiciones se haría de acuerdo con la disponibilidad de recursos y la presentación de resultados concretos de la gestión (vid. copia del acta en el cuaderno anexo sin número).  

3.7. Que en reunión de 1 de diciembre de 1994, a la que asistieron el interventor del contrato, el director de CORPONARIÑO y el Coordinador del Plan del Cólera, se estimó que no existían los recursos suficientes para prorrogar el contrato número 365 de 1991 ($90.219.792) hasta la terminación estimada de las obras en septiembre de 1995 en los municipios con los cuales se tenía convenio (copia en 3 folios en cuaderno anexo sin numerar).  

3.8. Que, en consecuencia, el último plazo del contrato 365 de 1991 adicionado en el contrato adicional 365-6 de 1993 se cumplió el 27 de noviembre de 1994 (fls. 176 a 177, 297 y 301, 465 cd. ppal.), situación que fue puesta en conocimiento por CORPONARIÑO al contratista mediante oficio n.° 0944 de 1 de diciembre de 1994 (cd. c. sin foliar), en el que se le indicó que en vista de esa circunstancia debía llevarse a cabo la liquidación del contrato, para lo cual lo invitó a presentar propuesta a este respecto.

3.9. Que el 16 de enero de 1995, cuando ya estaba vencido el plazo del contrato, el contratista pidió una prórroga, que fue negada por CORPONARIÑO, mediante oficio de 22 de marzo de 1995, con fundamento en que no se había pactado expresamente esa posibilidad y tampoco se tenían recursos suficientes. 

Así mismo, en dicho oficio se le mencionó al contratista, entre otros aspectos, los errores que debía subsanar en los documentos de pago y se le puso de presente los retrasos de varios meses en su presentación.

Finalmente, en el aludido oficio CORPONARIÑO invitó al contratista a una reunión a celebrarse el 27 de marzo de 1995, a las 3:00. p.m., en sus dependencias, para buscar fórmulas con el objeto de liquidar el contrato principal y los seis adicionales de común acuerdo (visible a fls. 290 a 293, 420 a 425 cd. ppal. y cd. c sin foliar). 

3.10. Que la liquidación bilateral no se logró porque el contratista concurrió después de la hora fijada a la diligencia citada para el 27 de marzo de 1995 y expresó que su propuesta la había remitido por correo y que si aún no había llegado no participaba de la reunión.

Lo anterior, según acta de esa fecha suscrita por la delegada de la dirección, el interventor, el subdirector técnico, el secretario general y el asesor jurídico de CORPONARIÑO, en la que se dejó constancia de que transcurrida una hora después de iniciada la reunión el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos no se hizo presente (copia a fl. 427 y en el cd. c. sin foliar). Igualmente, según certificación suscrita en la misma fecha por el secretario general, el interventor, el asesor jurídico y un testigo (copia a fl. 428 y en el cd. c. sin foliar), el contratista se presentó ese día a las 4:25 p.m. y se le invitó a reanudar la reunión, pero éste se negó argumentando que no había llegado la carta que contenía las bases específicas de su propuesta de liquidación, enviada a la Dirección General de CORPONARIÑO y además que necesitaba entrevistarse personalmente con el director de la entidad.

3.11. Que como no existió acuerdo entre las partes y teniendo en cuenta que el último contrato adicional terminó el 24 de noviembre de 1994 por vencimiento del plazo pactado, CORPONARIÑO expidió la Resolución número 115 de 7 de junio de 1995, mediante la cual adoptó el acta de liquidación unilateral del contrato 365 de 1991 y sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de 1993, suscrita por el director y el interventor; ordenó pagar a favor del ingeniero Gerardo Gaeth Lemos la suma de $85.990.022 por concepto de saldo adeudado y descontar la suma de $26.798.387 (fls. 118 a  135, 301 a 327 cd. ppal.).

En el acta de liquidación unilateral, luego de indicar los aspectos relevantes del contrato original y sus adicionales (valor acumulado por la suma de $676.312.427, los pagos, los valores de las actas parciales y de los costos adicionales pendientes de pago) y de realizar algunas consideraciones en relación con su ejecución (diagnóstico sanitario, estudios y diseños, memorias, solicitudes de crédito a FINDETER, procesos de contratación de suministros y obras civiles, interventoría de obra en los municipios de Potosí, Cuaspud-Carlosama, Cumbal, Ricaurte, Barbacoas, el Charco, Olaya Herrera y Francisco Pizarro y desarrollo institucional), se consignó el siguiente balance económico:

“6. VALOR FINAL DEL CONTRATO Y SUS ADICIONALES 1 A 6: El valor final que CORPONARIÑO pagará por la ejecución de los contratos suscritos con el Ing. Gaeth asciende a la suma de QUINIENTOS OCHENTA Y TRES MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL VEINTE PESOS CON 45/100 ($583.884.020.45) M/cte., que corresponde a la siguiente descripción: 

6.1. VALORES PAGADOS-Actas parciales Nos. 1 a 14: 


$497.893.998.45

6.2. VALORES DEFINIDOS COMO PENDIENTES DE PAGO:          $112.788.409.00

- Valores definidos en actas parciales Nos. 15 a 20 pendientes de pago: 
$110.547.684.00 

- Valor definido por costos directos adicionales pendiente de pago: 

    $2.240.725.00

6.3. TOTAL VALORES REGISTRADOS EN ACTAS PAGADAS

ACTAS PENDIENTES DE PAGO Y COSTOS ADICIONALES

GERARDO GAETH.  






 $610.682.407.45

6.4 VALOR FINAL A FAVOR DE CORPONARIÑO POR

CONCEPTO DE DESCUENTOS HECHOS AL ING. GERARDO

GAETH.  








   $26.798.387.00

-Por desarrollo institucional 






(-) $8.278.887.00

- Por documentación faltante en relación con 

estudios y diseños 







(-)$12.519.500.00

-Por memorias incompletas 






(-)$  6.000.000.00

6.5 SALDO A PAGAR AL ING. GERARDO GAETH UNA VEZ

REALIZADOS LOS DESCUENTOS DE LOS VALORES

ADEUDADOS A CORPONARIÑO




  $85.990.022.00

6.6. VALOR TOTAL FINAL QUE SE RECONOCE AL ING. 

GERARDO GAETH POR LA EJECUCIÓN DE LOS CONTRATOS

SUSCRITOS CON CORPONARIÑO




$583.884.020.45”
3.12. Que mediante Resolución número 172 de 11 de agosto de 1995 (fls. 141 a 168, 297 a 300, y  328 a 349 cd. ppal.), CORPONARIÑO resolvió el recurso de reposición presentado por el contratista contra la decisión que adoptó el acta de liquidación unilateral del contrato (cd. 3 sin foliar). En este acto, el Director de CORPONARIÑO acogió el concepto técnico de 10 de agosto de 1995 emitido por el interventor del contrato y en armonía con él confirmó los numerales 1, 2, 4, 5 y 6, revocó el numeral 3 y en su lugar ordenó pagar al Ingeniero Gerardo Gaeth Lemos la suma de $22.950.887 y hacer un descuento de $3.847.500 por concepto de desarrollo institucional.

Así mismo, dentro de las consideraciones del acto, se precisó que el valor total acumulado del contrato 365 de 1991 y sus adicionales ascendió a la suma de $610.682.407.45, refutando el valor acumulado presentado por el contratista de $807.680.185, teniendo en cuenta los valores relacionados en los contratos 365-3 y 365-6 de 1993, las actas pagadas al contratista y los ítems no acumulados, diferencia que se explica porque el acta de acuerdo de 30 de noviembre de 1992 no es un documento que obligara a la corporación.  

Adicionalmente, en el concepto técnico que hace parte de la citada resolución se destacan las siguientes conclusiones: (i) que en el acta n.° 1 se incluyó por error el valor del ingeniero de capacitación por $2.695.000, razón por la que fue necesario descontarlo en el acta n.°4; (ii) que frente a los $134.828.439 definidos en la reunión de noviembre de 1992, el valor facturado y pagado por concepto de recurso humano y costos directos adicionales al contrato 365 ascendió a la suma de $110.019.484, y la diferencia entre una y otra por $24.808.955 corresponde a un valor no causado; (iii) que el saldo de $65.630.020 como resultado de la diferencia entre el valor acumulado ($676.312.427) y el valor total de las actas pagadas ($610.682.407) corresponde también a un valor no ejecutado; (iv) que CORPONARIÑO no estaba obligada a reconocer el monto de $416.742.876 de la propuesta presentada en el mes de abril de 1993 para la interventoría, ya que el verdadero valor ejecutado del contrato adicional 365-3-6 es de $281.792.911.95; (v) que el valor a descontar por concepto de la labor del ingeniero de sistemas, una vez analizadas las actividades era de $3.847.500; (vi) que debía mantenerse el descuento por valor de $1.942.687 del ingeniero contratado para implantar el programa de contabilidad, porque lo pagado equivale a lo autorizado, al igual que el descuento de $6.000.000 por la no entrega de memorias completas de los proyectos; (vii) que podía cancelarse el valor descontado por $12.519.500 relacionado con los planos, diseños, carteras de topografía y nivel, según las explicaciones suministradas; (viii) que, en consecuencia, teniendo en cuenta los valores a pagar y aquellos que se debían descontar, el valor total a reconocer al ingeniero Gaeth por la ejecución de los contratos suscritos con CORPONARIÑO equivale a la suma de $606.834.907,45.  

3.13. Que, en consecuencia, a propósito del contrato 365 de 1991 y los seis contratos adicionales al mismo, se realizaron 21 actas de pago, cuentas de cobro y comprobantes de pago, documentos en los cuales no se dejó por las partes observaciones o reparos ni a los conceptos ni a los valores incluidos en las mismas (cds. 4, 7 -relación- y 12 sin foliar), discriminados así:

	FECHA 
CUENTA
	CONCEPTO
	   VALOR

	12-06-92
	Anticipo
	$92.280.351.20

	12-16-92
	Acta n.° 1
	$99.294.267.90

	12-29-92
	Acta. n.° 2
	$41.728.846.40

	05-21-93
	Acta n.° 3
	$33.400.850.00

	08-03-93
	Acta. n° 4
	$43.312.934.00

	11-08-93
	Acta n.° 5
	$35.935.818.45

	12-21-93
	Acta. n° 6
	$11.000.023.20

	02-17-94
	Acta n.° 7
	$16.631.521.00

	04-94
	Acta. n.° 8
	$26.152.500.50

	07-01-94
	Acta n.° 9
	$  9.959.308.80

	07-01-94
	Acta n.° 10
	$  5.560.466.00

	10-21-94
	Acta. n° 11
	$18.523.671.00

	11-17-94
	Acta n.° 12
	$19.772.388.00

	11-17-94
	Acta. n° 13
	$21.723.184.00

	12-12-94
	Acta n.° 14
	$22.617.868.00

	06-06-95
	Acta n.° 15
	$17.154.907.00

	06-06-95
	Acta n.° 16
	$17.417.582.00

	06-06-95
	Acta. n° 17
	$20.347.517.00

	08-29-95
	Acta n.° 18
	$20.091.353.00

	08-29-95
	Reintegro
	$  6.017.034.00

	08-29-95
	Descuento
	$  3.847.500.00

	06-06-95
	Acta. n° 19
	$17.209.077.00

	08-08-95
	Acta n.° 20
	$18.327.248.00

	
	Descuento
	($6.707.034.00)

	
	Acta adicional
	$  2.240.725.00
____________

	TOTAL
	
	$606.834.907.45


De estas actas de pagos también da cuenta el segundo dictamen pericial (fls. 1246 y 1247 cd. ppal.), en el que además se concluye que en las actas números 2, 3, 4, 7 y 20 final se reconoció y canceló el valor de $110.019.484.00 al contratista que son parte de los $134.928.439 que reclama el actor por concepto de recursos humanos y costos directos de que trata el acta de 30 de noviembre de 1992.

3.14. Que luego de la terminación del plazo del contrato 365 de 1991, CORPONARIÑO creó el Módulo de Asistencia Técnica (MAT) para continuar en el Departamento de Nariño con el plan de prevención, control y erradicación del cólera, bajo su coordinación, según propuesta técnica y económica elaborada en el mes de noviembre de 1994 y sometida el 26 de abril de 1995 para aprobación de la Coordinación Nacional del Plan contra el Cólera, estrategia cuya estructura administrativa involucra personal de planta y contratado por la modalidad de prestación de servicios (visible en el cd. 5 sin foliar). El Gerente del módulo expidió certificación de esta circunstancia e hizo constar que el personal fue vinculado mediante órdenes de servicios o contratos de prestación de servicios y que la fuente de financiamiento fueron los convenios realizados con FINDETER y los municipios beneficiarios del programa, celebrados en diciembre de 1993 y durante los años de 1994 a 1996 (original visible en el cd. 7).

Adicionalmente, de los anteriores hechos dan testimonio las siguientes personas:
El señor Pío León Caicedo Bustos, asesor jurídico de CORPONARIÑO, quien en su versión señaló que el contrato terminó por vencimiento del plazo el 27 de noviembre de 1994; que las prórrogas se estudiaban por parte de un comité funcional del Plan del Cólera con funcionarios de FINDETER y que la corporación retomó directamente la ejecución y acción del mismo a través de personal calificado directamente contratado por ella mediante contratos de prestación de servicios, que asumió la interventoría técnica de las obras del mismo (fls. 870 a 873 cd. ppal.).  

Así mismo, José Hernando Delgado Torres, Subdirector de la Unidad Técnica de Apoyo, testificó que conoció de las prórrogas del contrato y de algunas dificultades de carácter técnico que se presentaron con los diseños de los sistemas de alcantarillado y tratamiento de aguas residuales materia del proyecto; agregó que hubo una demora en los pagos pero debido a problemas internos del contratista en presentar oportunamente las actas, en particular a partir de la ocho o la nueve en adelante; que la creación del módulo de asistencia técnica luego de la terminación del contrato con el ingeniero Gaeth obedeció a que los costos de administración de la interventoría resultaban onerosos para la entidad contratante y no se tenían recursos disponibles para continuarlo (fls. 873 a 876 cd. ppal). 

Igualmente, Hernando Cortés de la Espriella, quien trabajó con el contratista Gerardo Gaeth Lemos durante los años de 1994 y 1995, primero como ingeniero residente en el municipio del Charco ejerciendo funciones de interventor de obras y luego cumpliendo las funciones de director en relación con el trámite de las actas del contrato y la asesoría a los alcaldes de los municipios beneficiarios del Plan del Cólera, manifestó que terminado el contrato 365 de 1991 fue vinculado como gerente en el grupo que se integró para el Módulo de Asistencia Técnica con el fin de continuar con el plan junto con otras personas en aquellas obras y proyectos que quedaron pendientes por ejecutar (fls. 877 a 878 cd. ppal.).

El señor Vicente Cárdenas Guerrero, ingeniero civil que participó en el Programa contra el Cólera en doce municipios del Departamento de Nariño, como parte del personal del contratista entre los meses de agosto y septiembre de 1994, testificó que si se presentaron tardanzas en el pago de las cuentas se debió a FINDETER que era la que debía enviar los recursos necesarios, lo que posiblemente haya dado lugar a prórrogas del contrato, pero que en esos casos el trámite era que el contratista debía sustentarlas al interventor para que la dirección de CORPONARIÑO tomara la decisión correspondiente, no conociendo las razones de su terminación (fls. 878 a 879 cd. ppal.) 

La señora Ana Victoria Apráez Villota, subdirectora administrativa y financiera para la época del contrato, además de dar cuenta de que CORPONARIÑO era una intermediaria por designación de Planeación Nacional para ejecutar el Plan contra el Cólera y de las diversas prórrogas que surtió el contrato de consultoría con el señor Gaeth, señaló en su declaración que con base en consultas jurídicas realizadas al jefe de la oficina jurídica y a un asesor externo de la entidad
 se concluyó que la corporación no estaba obligada a prorrogar el contrato ni por ley ni contractualmente y que se continuó con el programa con una unidad suya a menor costo (fl. 1173 cd. ppal.)

El ingeniero Álvaro Garzón Barahona, interventor del contrato de consultoría en su versión (fls. 964 cd. ppal.), realizó un recuento del contrato y de sus prórrogas, así como del origen de los recursos, y manifestó que en reunión de funcionarios de CORPONARIÑO con el Director Nacional del Programa se acordó no prorrogar el contrato con el actor y crear una unidad que dependiera directamente de la corporación para reducir los costos, pues sólo existía la suma de $90.219.792 con la cual no se podía concluir el programa a los costos del contratista, que oscilaban entre 400 a 450 millones; también señaló que el ingeniero Gaeth no supervisaba directamente el contrato ya que residía en Bogotá y tenía a un grupo de asesores en la ciudad de Pasto a los que les daba instrucciones por teléfono; que no se presentó a la reunión de liquidación unilateral, así como tampoco se recibió una propuesta del contratista para efectuarla; que los recursos acordados en el acta de 30 de noviembre de 1992 se le cancelaron al actor con los recursos utilizados y no se le pagó los que no fueron utilizados, porque hubiese sido ilegal; que en ese sentido tal acta hizo parte del contrato y se incluyó en la liquidación final, pagándose los reajustes que se debían, de manera que las cantidades que el actor presenta en la demanda sólo se hallan en su imaginación. En su ampliación (fl. 1116 ídem), reiteró que al actor no se le quedó debiendo sumas por CORPONARIÑO, pues se le canceló todo el personal utilizado y explicó que a la fecha en que se decidió no prorrogar el contrato existía la cifra al inicio mencionada, porque la suma de $183.648.975 correspondía a recursos aprobados por FINDETER a municipios con los cuales no se tenía convenio, de manera que la corporación no podía disponer de ellos.

El señor Mauricio Rosas Gavilanes, en su calidad de exdirector de CORPONARIÑO, indicó que a raíz de la epidemia del Cólera en el Departamento de Nariño, el Gobierno Nacional canalizó recursos para la corporación a fin de realizar estudios que sirvieran de base para la construcción de los acueductos y alcantarillados de los municipios de la costa pacífica y parte sur del departamento; que luego de celebrado el contrato de consultoría se enviaban los informes a FINDETER sobre la utilización de los recursos, los que nunca fueron objeto de glosa alguna y que no aceptó la petición de prórroga del contrato, por cuanto no contaba la corporación con recursos, no existiendo compromiso u obligación alguna de realizar ampliaciones de plazo y valor al mismo (fls. 1175 cd. ppal.).

De otra parte, el señor Néstor Botero Guingue, ingeniero civil, quien  en su calidad de coordinador del Plan del Cólera –gestión del Gobierno Nacional para que los municipios construyan acueductos y alcantarillados, en zonas de la Costa Pacífica y frontera sur del país-, indicó que dicho plan se financiaba con recursos del Fondo de Infraestructura Urbana de FINDETER, de los propios municipios, de CORPONARIÑO, de la Caja Agraria y de organismos de ayuda internacional (AID); que las cuentas para pagar del contrato 365 de 1991 se demoraban en presentar por el contratista y una vez presentadas se le hicieron algunas glosas; que notó que el contratista manejaba muchos asuntos del contrato desde Bogotá cuando lo que se requería era su presencia y la de su equipo en los diferentes municipios de Nariño, lo que generaba una falta de integración de los proyectos técnicos con el desarrollo institucional y comunitario, motivo por el cual le sugirió que se desplazara con su equipo a Pasto para que conociera directamente la situación real y la idiosincrasia de los municipios (fls. 212 a 215 cd.11).
Finalmente, de acuerdo con los testimonios de los señores Angel Miro Moreno Montaño Alcalde de Pizarro (fl. 857 cd. ppal.); Luis Wilson Olaya Esterilla Alcalde de Maguí Payán (fl. 887 ídem); Aníbal Jesús Rodríguez Landazuri Alcalde de Roberto Payán (fl. 933 ídem); Pedro Nel Herrera Puche, Alcalde del Charco (fl. 943 ídem), se puede colegir que el actor no realizó obras en los municipios a cargo de los mismos, sino los diseños iniciales de los acueductos y alcantarillados, los cuales presentaron problemas para su construcción, porque no se tuvo en cuenta que se encontraban ubicados al nivel del mar, razón por la cual fue necesario contratar otros diseños, lo que retrasó las obras; así mismo, mencionan que CORPONARIÑO con un grupo de asesores a través del Módulo de Asistencia Técnica continuó el proyecto y las obras se estaban culminando.

4. El régimen jurídico del contrato de consultoría número 365 de 1991 y sus adicionales
El régimen jurídico aplicable al contrato 365 de consultoría de 31 de octubre de 1991 y sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de 1993, fuentes de este litigio, es el Decreto ley 222 de 1983, o sea el estatuto contractual de la administración precedente al ahora vigente, esto es, la Ley 80 de 28 de octubre de 1993 -y sus reformas-, toda vez que fueron suscritos entre CORPONARIÑO -en ese entonces establecimiento público del orden nacional
- y Gerardo Gaeth Lemos con anterioridad a que esta última normativa entrara a regir respecto de estos negocios jurídicos de la administración.  
En efecto, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 81 de la Ley 80 de 1993, a partir de su promulgación (arts. 166 C.P. y 152 del CRPM), la cual tuvo lugar el 28 de octubre de 1993 (Diario Oficial n.° 41.094) entraron a regir varias de sus normas relacionadas -entre otras materias- con el contrato de concesión, con la fiducia pública, encargo fiduciario y sobre servicios y actividades relacionadas con telecomunicaciones
. A su vez, el inciso tercero del mismo precepto establece, en perfecta consonancia con el artículo 53 del CRPM, que las demás disposiciones de esa ley, entrarían a regir el 1º de enero de 1994, excepción hecha solamente de las disposiciones relativas a registro, clasificación y calificación de proponentes, cuya vigencia se iniciaría un año después de su promulgación.
Ahora, si bien al momento de entrar en vigencia dicha ley aún se estaba ejecutando el contrato principal 365 por virtud del contrato adicional 365-6 de 1993, cabe recordar que en relación con el tránsito de legislación en materia de contratos, la regla imperante ha sido la de la prohibición del efecto retroactivo y la supervivencia de la ley antigua. En nuestro orden jurídico, a la par que en la Constitución Política se garantizan los derechos adquiridos de acuerdo con la ley civil (art. 58 C.P.) con las excepciones en ella prescritas, noción dentro de la cual se comprenden los derechos que emanan de un contrato; en el artículo 38 de la Ley 153 de 1887, se consagra que en todo contrato se entienden incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración, excepto las concernientes al modo de reclamar en juicio los derechos resultantes del mismo (procesales) y las que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado, que se castigarán con arreglo a la ley vigente bajo la cual se hubiere cometido.

Por eso el artículo 78 de la Ley 80 de 1993 (actualmente vigente) indicó: “Artículo 78. De los contratos, procedimientos y procesos en curso. Los contratos, los procedimientos de selección y los procesos judiciales en curso a la fecha en que entre a regir la presente ley, continuarán sujetos a las normas vigentes en el momento de su celebración o iniciación.”  Incluso, como puede apreciarse, en la Ley 80 de 1993, se amplió la regla al disponer que los contratos (régimen sustantivo), los procedimientos de selección y procesos judiciales en curso, se regirán por las normas vigentes al momento de su celebración o iniciación, según el caso. 

Así, es menester mencionar que, en criterio de esta corporación, el régimen aplicable a los contratos adicionales suscritos en vigencia de la Ley 80 de 1993, pero que adicionan un contrato principal celebrado bajo la vigencia del Decreto ley 222 de 1983 -o incluso otra normativa-, es aquel vigente al momento de la celebración del contrato principal del cual derivan su existencia, tal y como lo explicó la Sala en el siguiente pronunciamiento:  

“…¿cuál es el régimen contractual aplicable a esos contratos adicionales si éste se concibe como un nuevo contrato? (…) La respuesta a dichos interrogantes la suministran las mismas disposiciones de los distintos estatutos contractuales precitados porque ambos ordenamientos claramente disponen y coinciden en que los contratos que se estuvieren tramitando continuarían contractualmente sometidos a la norma anterior vigente o que los contratos en curso continuarían sujetos a las normas vigentes en el momento de su celebración o iniciación.

Queda claro entonces que frente a los contratos adicionales, sin perjuicio de su independencia frente al contrato principal, se rigen por el estatuto contractual vigente al momento de la celebración del contrato principal del cual derivan su existencia - mas no su validez - como contratos adicionales a aquel que se encuentra en curso o en trámite; por lo tanto, como se observa en materia de existencia y regulación contractual es obvio que los contratos adicionales deben ir bajo la misma norma que reguló el inicial, con mayor razón si se tiene en cuenta que por regla general el contrato adicional se sigue por las estipulaciones del contrato principal en aquellas cláusulas en las cuales no se adicionó…”
 (negrilla por fuera del texto original). 

Por consiguiente, la regla de acuerdo con la cual se entienden incorporadas las normas existentes al tiempo de celebración del contrato, tiene por efecto que ellas se aplican durante toda la vida del contrato, es decir, hasta su terminación por agotamiento del plazo acordado y el de sus prórrogas celebradas, siempre que las obligaciones y derechos originales se mantuvieren intactos.

Así las cosas, es menester tener en cuenta que de conformidad con el artículo 115 del Decreto 222 de 1983, el contrato de consultoría era definido como aquél cuyo objeto se refiera a la realización de los estudios requeridos previamente para la ejecución de un proyecto de inversión, a estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos especificados así como a las asesorías técnicas y de coordinación; e igualmente, los que tienen por objeto la interventoría, la asesoría misma en el desarrollo de los contratos de consultoría y la ejecución de estudios, diseños, planos, anteproyectos, proyectos, localización, asesorías, coordinación o dirección técnica y programación de obras públicas
. 

El concepto consultoría se refiere a una modalidad de servicios profesionales prestados por una persona en relación con proyectos, noción que excede el tenor literal de la expresión.
 En efecto, la consultoría en el ámbito de la contratación estatal es un contrato cuyo objeto permite el aprovechamiento de la actividad intelectual autónoma de una persona natural o jurídica (locación de obra intelectual)
 en función de la solución de problemas específicos, relacionando las posibilidades y modos de utilización con la realidad social, económica, técnica, cultural y ambiental en que se debe actuar y aplicar al servicio de los intereses públicos y de los grandes proyectos nacionales y de inversión pública. 

Se pretende con este negocio jurídico que la administración cuente con el conocimiento aplicado de la ciencia o de la técnica en las soluciones y la ejecución de proyectos, desde una perspectiva de trabajo intelectual, calificado, metodológico e interdisciplinario, para obtener la mejor relación costo-beneficio y de ahí que versen sobre asuntos relativos a diagnóstico, preinversión o factibilidad económica y social de un proyecto; los análisis, estudios y diseños, planos, cálculos, presupuestos, cronogramas, etc. de proyectos y obras; así mismo, de esta índole son los relativos a la interventoría para verificar el desarrollo y ejecución de un proyecto o de una obra, con el fin de que se lleve a cabo con las especificaciones técnicas, planos, normas y demás elementos estipulados en la etapa de diseño; o incluso a la gerencia de proyectos, para la coordinación y control centralizados de todas las actividades requeridas en su ejecución, con el fin de garantizar el cumplimiento de las metas en cuanto calidad, costo y tiempo, modalidad esta última que es la que encaja dentro del objeto del contrato 365 de 1991 y sus adicionales materia de este proceso.

Las formas de pago de este tipo contractual pueden ser diversas, pues existe libertad de estipulación. Bien puede hacerse mediante el pago de un precio global con suma fija o variable en forma periódica, pero, de ordinario, como sucedió en el presente caso -según se deduce de las actas parciales de pago, cuentas de cobro y anexos- se pacta la remuneración del consultor mediante el reconocimiento de costos directos (necesarios para la ejecución del contrato, como son los costos de personal por horas de los profesionales o expertos y la remuneración de los mismos comprometidos para la realización del trabajo -ingenieros, técnicos, especialistas, etc.- y demás gastos con el mismo objetivo) o indirectos (costos de funcionamiento o administrativos -oficina, dotación, etc.-) por un factor multiplicador de acuerdo con las condiciones del mercado. En este caso la entidad contratante, por razones de transparencia, seriedad y objetividad, verifica la utilización de los recursos o fondos afectados a la remuneración de los profesionales intervinientes para el cumplimiento de la actividad contratada
, por confrontación de los documentos (informes, planillas, constancias, etc.) que permitan establecer su destinación final y asegurar que el contratista ponga al servicio del objeto de la consultoría el personal calificado ofertado. 

En consecuencia, bajo el marco jurídico y la anterior noción del tipo contractual fuente de la controversia analizará la Sala el litigio sometido a su consideración, con el fin de verificar las aseveraciones de la demanda y las censuras realizadas por el recurrente a la sentencia del a quo.
5. El derecho alegado por el demandante a la adición del contrato 365 de 1991 

El primer problema jurídico que planteó el recurrente consiste en establecer si de conformidad con la ley y el contrato tenía derecho a que CORPONARIÑO le adicionara el contrato 365 de 1991 en la modalidad 365-7, tanto en el plazo como en la cuantía, que surgió, según la demanda, con fundamento en que quedaba objeto por ejecutar, existían reservas presupuestales y ante el  incumplimiento de CORPONARIÑO, en particular, por el retardo en el pago de las actas.

Al respecto, estima la Sala que no le asiste razón al recurrente y sí a la entidad demandada cuando esgrime que no tenía obligación legal ni contractual de prorrogar el contrato, según se deduce de las siguientes reflexiones:

El contrato de consultoría número 365 de 1991 celebrado y sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de 1993 suscritos entre CORPONARIÑO y el Ingeniero Gerardo Gaeth Lemos terminaron por extinción del plazo de duración, toda vez que el 27 de noviembre de 1994 se venció el término estipulado para la ejecución del contrato, no sólo por ministerio de ley sino por la propia voluntad de las partes, sin que se hubiese prorrogado o adicionado por séptima vez, por cuanto la entidad contratante estimó que resultaba inconveniente y en su lugar optó por ejecutar directamente las actividades que se encontraban pendientes y los recursos financieros que restaban del Plan del Cólera en el Departamento de Nariño. 
En efecto, cabe anotar que cualquiera sea el tipo de contrato que celebre la administración dispone de un plazo fijo de acuerdo a su objeto, dentro del cual el contratista debe cumplir con su obligación principal (realizar la consultoría, prestar el servicio, construir la obra, entregar los suministros de bienes, etc.)
. En el contrato celebrado por la administración, la estipulación del término que se dispone y se pacta para construir la obra, prestar los servicios o entregar los suministros, resulta de singular importancia y relevancia jurídica
, debido a la necesidad e interés público que se pretende satisfacer con él, razón por la cual, por regla general, se define un plazo fijo o determinado en los pliegos de condiciones o en los documentos de la contratación, que luego asume convencionalmente el contratista para ejecutar y cumplir sus prestaciones en tiempo oportuno
. 
Por consiguiente, en el caso concreto el contratista tuvo conocimiento desde el momento en que celebró el adicional número 6 acerca de la fecha de terminación del vínculo contractual, pues en el mismo negocio jurídico, con el concurso de ambas partes, se fijó un plazo definido, sin que la fecha de su expiración entonces pudiera haber tomado por sorpresa a ninguna de las partes ni se hubiere presentado en forma intempestiva.
Ahora, revisadas las estipulaciones contractuales tanto del contrato 365 de 1991 principal como de los seis adicionales suscritos al mismo, observa la Sala que la entidad demandada no se obligó a prorrogar y menos aún indefinidamente la relación contractual mediante contratos adicionales, ni quedó establecido que la consultoría tendría la misma duración que la ejecución del Programa contra el Cólera, dado que, por el contrario, como se indicó, en ellos se pactó expresamente términos definidos y perentorios para su ejecución. 
El artículo 58 del Decreto ley 222 de 1983, vigente en la época de los hechos, a propósito de los contratos adicionales, prescribía lo siguiente:

“Artículo 58. De los contratos adicionales. Salvo lo dispuesto en el título IV, cuando haya necesidad  de modificar el plazo o  el valor convenido y no se tratare de la  revisión  de precios  prevista  en  este estatuto, se suscribirá  un contrato  adicional  que no  podrá  exceder la cifra resultante de sumar la mitad de la cuantía originalmente pactada más el valor de los reajustes que  se  hubieren efectuado a la fecha de acordarse  la suscripción  del contrato adicional.

Las adiciones relacionadas  con el  valor quedarán perfeccionadas una  vez suscrito el contrato y efectuado el  registro presupuestal. Las relacionadas con el plazo sólo requerirán firma del  jefe de la  entidad contratante y prórroga de las garantías.

Serán requisitos  para que pueda  iniciarse la  ejecución del contrato, la adición y prórroga  de las garantías y el pago de los impuestos correspondientes.

Los contratos de interventoría,  administración delegada,  y  consultoría previstos en  este estatuto,  podrán adicionarse sin el límite fijado en el presente artículo.

Las adiciones deberán publicarse en el Diario Oficial.

En ningún  caso  podrá  modificarse  el objeto de los contratos, ni prorrogarse su plazo si estuviere vencido, so pretexto de la celebración de contratos adicionales, ni pactarse prórrogas automáticas.

Parágrafo. Los contratos de empréstito distintos  a  los créditos  de proveedores, no se someterán a lo dispuesto en este artículo.” (Se subraya).
Como puede apreciarse, este estatuto contractual de las entidades estatales, Decreto Ley 222 de 1983, no definió el contrato adicional, pero sí ofreció claridad en la norma anterior acerca de su celebración cuando fuera necesario el aumento del plazo o del valor del principal, así como de las limitaciones y prohibiciones en relación con los mismos.

Así, pretender encontrar con fundamento en el contrato o en los documentos que hacen para de él o en lo sucedido durante su desarrollo, la existencia de una obligación indefinida o perpetua a cargo de CORPONARIÑO de continuar con la ejecución del contrato más allá del término previsto resulta infructuoso, pues aún si se hubiese pactado, tal cláusula devendría en nula (arts. 1519 y 1523 C.C. y 78 Decreto 222 de 1983),  toda vez que de acuerdo con el artículo 58 del Decreto 222 de 1983 las prórrogas automáticas se encontraban expresamente prohibidas.

La necesidad para adicionar un contrato, de que trata la citada disposición, no corresponde determinarla a los contratistas en forma unilateral, sino a la administración en cumplimiento de las funciones y competencias que le han sido asignadas y persiguiendo los fines de la contratación y será ella quien debe evaluar en cada caso si con determinado contrato se cumplieron o se cumplirán o no se están cumpliendo o se requiere de más tiempo y recursos para cumplirse el mismo. De esa evaluación que se haga por parte de los servidores públicos encargados de la contratación depende si es necesario o no, o conveniente o no, celebrar un contrato o modificarlo o prorrogarlo o en fin adicionarlo, de manera que no está al arbitrio o librado a la sola voluntad o criterio de las personas que colaboran con la administración en su rol de contratistas.

En este sentido, si la entidad demandada no prorrogó el plazo del contrato 365 de 1991 y no celebró otros contratos adicionales que aumentaran el valor, lo fue fundamentalmente porque luego del estudio correspondiente consideró que no resultaba conveniente debido a la falta de recursos oportunos y al monto de dicha prórroga, así como porque al analizar la relación costo-beneficio para la coordinación y el control centralizado de todas las actividades requeridas con el fin de ejecutar las etapas restantes del Plan contra el Cólera, encontró que ella misma podía realizar y continuar con la labor que faltaba por cumplir del proyecto, esto es, bajo su propia coordinación y con la participación de su personal y de aquel que estimaba podía colaborarle mediante la modalidad de prestación de servicios, con el objeto de garantizar el cumplimiento de las metas en cuanto calidad, costo y tiempo, tal y como lo planteó con la creación del Módulo de Asistencia Técnica (MAT). 
Por lo tanto, el planteamiento del demandante respecto a no haberse concluido el Plan del Cólera según el objeto del contrato 365-1, no constituye un supuesto para obligar a la entidad estatal a suscribir una nueva prórroga si, como se observó, ella podía continuarlo directamente y con costos que podía financiar, modificando la estrategia para culminar las acciones pendientes. 
Igualmente, el tener reservas presupuestales no constituye causal que obligue a las entidades públicas a celebrar contratos adicionales en valor o en plazo o prorrogar los contratos, si realizado el análisis frente a los fines de la contratación estatal y la actividad a desarrollar estima que lo puede asumir, como en este caso, directamente y a costos que pueda financiar. Así, en el sub exámine, el hecho de existir reservas presupuestales para el Plan contra el Cólera en el Departamento de Nariño no obligaba per se a CORPONARIÑO a celebrar otro contrato adicional. 
La Sala enfatiza que el contrato adicional es un negocio jurídico en el que se debe obrar de acuerdo con los dictados de la autonomía de la voluntad, en forma libre y espontánea, atendiendo los fines perseguidos con la contratación pública y de conformidad con la ley. Por eso, ninguna de las partes de un contrato está obligada a prorrogar o suscribir un contrato adicional al mismo en tiempo o en valor, salvo que la ley lo prevea expresamente, o que en el propio contrato se acuerde claramente, estipulación que en este último caso debe estar ajustada a la ley. Adviértase que el consentimiento o acuerdo de voluntades es uno de los elementos estructurales del contrato, junto con el objeto y la causa (art. 1502 C.C.) y que en el contrato bilateral, naturaleza que comúnmente se predica al estatal, la voluntad común que concurre a la formación del contrato debe ir precedida, por tanto, del análisis de las partes respecto a su disposición de vincularse recíprocamente, luego de lo cual exteriorizan esa voluntad mediante una manifestación negocial, declaraciones o comportamientos dirigidos a la consecución de un fin e idóneos para producir un efecto vinculante, respetando las formalidades y autorizaciones dispuestas en el marco jurídico para la contratación pública.

De ahí que si CORPONARIÑO decidió por las razones expuestas no otorgar su consentimiento para suscribir un contrato adicional con el fin de prorrogar por séptima vez el contrato 365 de 1991 ni aumentarle su valor, el contratista no tenía derecho ni legal ni contractual que correlativamente obligara a la corporación a celebrarlo, siendo perfectamente legal que las actividades que venía cumpliendo el consultor pudieran ser asumidas y atendidas directamente por ella y a sus propios costos.  
De otra parte, el recurrente indicó que el derecho a la prórroga del contrato estimada en cinco meses era el efecto natural de los principios de bilateralidad
, reciprocidad de la causa contractual
, equilibrio contractual
 y buena fe
, pero como lo hizo ver el llamado en garantía en sus alegatos, éstos no tienen las connotaciones predicadas por el recurrente en la contratación con la administración vistos en términos de la igualdad que impera en los negocios jurídicos entre particulares
, en tanto en ellos media la consecución de los fines públicos que ellos involucran y el interés general. Empero, tampoco se advierte que en el sub lite se hayan debilitado o soslayado los aludidos principios por el hecho de que no se hubiese otorgado la prórroga del contrato, en el entendido de que la conducta de la administración al tomar esa decisión no puede interpretarse como una ruptura abrupta de la bilateralidad del contrato, o una variación de las condiciones iniciales del mismo que lo tornaron excesivamente oneroso, o una forma injusta o desleal de terminación del mismo defraudando la confianza de su cocontratante, o un trato diferenciado o discriminatorio frente a situaciones semejantes, en tanto ambas partes habían pactado el plazo en que se cumplirían las obligaciones y la terminación del mismo a su vencimiento -causal normal y legal de finalización de los contratos- y la entidad pagó la remuneración que correspondía por los servicios de consultoría efectivamente ejecutados, como más adelante se analizará. 

Repárese que el objeto de los contratos que celebra la Administración Pública, propende por el cumplimiento de los fines del Estado y la satisfacción de los intereses y necesidades colectivas, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos, de manera que están poderosamente influidos por el interés público que ellos involucran, lo que determina cuáles deben ser los motivos que conducen a la celebración o no de adiciones o modificaciones al mismo, que en todo caso, como se esgrime en el sub lite, no pueden ser la sola existencia de recursos o de disponibilidades presupuestales o la falta de culminación de los objetivos del Plan del Cólera, que bien podía y debía asumir CORPONARIÑO directamente o mediante otro mecanismo en desarrollo de las funciones y competencias que le fueron asignadas. 
En fin, la mera expectativa del contratante a una prórroga, que no se dio por las razones de conveniencia aludidas, no es título suficiente para pretender que la entidad demandada estuviese obligada a prolongar el contrato y aumentarlo en valor más allá del término y precio pactados.

Por lo demás, observa la Sala que, contrario a lo aducido por el recurrente, no se habría presentado un incumplimiento de CORPONARIÑO por el retardo en el pago de las actas, dado que, según los medios de prueba que obran en el proceso si existió alguna demora en los pagos se debió a problemas internos del contratista en presentar oportunamente las actas, tal y como se puede deducir de la comunicación de 18 de julio de 1994 en la que CORPONARIÑO le indicó que resultaba prioritario tener un cifra precisa sobre los recursos invertidos y sobrantes; del oficio de 22 de marzo de 1995, en el que le señaló los errores que debía subsanar en los documentos de pago y los retrasos de varios meses en su presentación; así como de los testimonios de José Hernando Delgado Torres, Subdirector de la Unidad Técnica de Apoyo y Néstor Botero Guingue, Coordinador del Plan Nacional (vid. numeral 3).
En consecuencia, ni de la supuesta demora de CORPONARIÑO en el pago de las actas -no demostrada pues obedeció a dificultades del contratista-, ni de los mencionados principios, ni de la existencia de disponibilidades presupuestales, puede surgir un derecho a favor del actor a que se le prorrogara un contrato que se terminó por expiración del término pactado de común acuerdo por las partes. 

6. La procedencia de la liquidación unilateral del contrato 365 de 1991 y sus adicionales
En cuanto al segundo problema jurídico que ocupa la atención de la Sala, es menester señalar que, de tiempo atrás, ha manifestado que la liquidación del contrato es una actuación administrativa posterior a su terminación normal, como lo es la culminación del plazo de ejecución, o anormal, verbigracia en los supuestos de terminación unilateral o caducidad, con el objeto de definir si existen prestaciones, obligaciones o derechos a cargo de las partes, hacer un balance de las cuentas para determinar quién le debe a quién y cuánto y proceder a las reclamaciones, ajustes y reconocimientos a que haya lugar, y así dar finiquito y paz y salvo a la relación negocial. 
De conformidad con la doctrina y la jurisprudencia, los contratos pueden terminarse por diversas causas: (i) por mutuo consentimiento, denominada también resiliación o mutuo disenso; (ii) por causas atribuibles a los contratantes: incumplimiento grave de la administración que imposibilite el cumplimiento de las obligaciones del contratista (exceptio non ademplenti contractus), o incumplimiento del contratista (caducidad); (iii) por causas legales: muerte del contratista, resolución, extinción del plazo, nulidad del contrato (absoluta o relativa), o terminación unilateral.

El contrato de consultoría número 365 de 1991 celebrado y sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de 1993 suscritos entre CORPONARIÑO y el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos, como arriba se señaló, terminaron por la causal de extinción del plazo, toda vez que el 27 de noviembre de 1994 se venció el término estipulado para su ejecución. Por tanto, vencido el plazo del contrato sobreviene la etapa de liquidación, y en el contrato 365 de 1991 -en la cláusula décima séptima- se acordó dicha liquidación.
La liquidación procede y es necesaria en los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolonga en el tiempo (obra, prestación de servicios, consultoría, entre otros) y los demás que lo requieran, y puede realizarse por mutuo acuerdo entre las partes, esto es, voluntaria o bilateralmente, o directamente por la administración, esto es, unilateralmente, o por el juez por vía de acción, esto es judicialmente. Sólo a falta de acuerdo entre los contratantes sobre la liquidación del contrato, nace la competencia material de la administración para efectuarla en forma unilateral, y sí ésta no la hace, puede acudirse ante el juez del contrato, quien deberá definir las prestaciones mutuas entre los contratantes. 
En lo atinente a la realización de la liquidación bilateral de un contrato de la administración, se destaca que el Decreto ley 222 de 1983 no precisó tiempo alguno dentro del cual debía agotarse modalidad, vacío legal que colmó la jurisprudencia en el sentido de que las partes tenían cuatro (4) meses para hacerla de mutuo acuerdo a partir del vencimiento del plazo de ejecución del contrato o dentro del término por ellas acordado y, luego la administración debía proceder a liquidarlo unilateralmente
. Posteriormente, los lineamientos en esta materia fueron recogidos por la Ley 80 de 1993, en sus artículos 60 y 61 y la Ley 446 de 1998, en su artículo 44, numeral 10, letra d), que modificó el artículo 136 del C.C.A. En la actualidad, se regula esta figura en el artículo 11 de la Ley 1150 de 16 de julio 2007.
Bajo este contexto, en cuanto a la nulidad de las resoluciones demandadas números 115 de 7 de junio de 1995 y 172 de 11 de agosto de 1995, mediante las cuales se adoptó la liquidación unilateral del contrato número 365 de 1991, practicada por el Director de la entidad y el interventor, según consta en acta de 30 de mayo de ese mismo año, está demostrado que la entidad contratante tenía la facultad para realizarla, luego de intentar hacerla por mutuo acuerdo, diligencia que se frustró por desinterés del contratista, quien no convino en hacerla bilateralmente; en efecto, vencido el plazo de ejecución procedía liquidar el contrato, razón por la que CORPONARIÑO citó al contratista, quien llegó tarde a la reunión fijada y no quiso convenir con la entidad contratante los términos de la liquidación. 
No se advierte, entonces que esté probado el cargo de falta de procedencia legal de la liquidación endilgado por el actor a los actos administrativos que contienen la liquidación unilateral del contrato 365 de 1991 y sus adicionales, por tener un supuesto derecho el contratista a la prórroga del contrato, motivo que, en su criterio, las vicia de falsa motivación y expedición irregular. 

En efecto, por una parte, ya arriba se indicó que el actor no tenía derecho a la prórroga del mismo, y por otra parte, como se señaló, tanto a la luz de la jurisprudencia para cuando se encontraba vigente el Decreto 222 de 1983, como después de que entró a regir la Ley 80 de 1993 (arts. 60 y 61), se tiene claridad respecto de la procedencia para la liquidación de los contratos a la terminación normal o anormal de aquellos de tracto sucesivo o ejecución periódica o los demás que lo requieran -finalización que puede obedecer al mutuo acuerdo entre las partes, la decisión de la administración contenida en acto administrativo o el vencimiento del plazo acordado-, en forma bilateral dentro de los cuatro (4) meses siguientes a esa terminación, y luego unilateralmente por la entidad pasado ese plazo sin que las partes se hubieren puesto de acuerdo.

En el caso concreto, se repite, la causal de terminación del contrato principal de consultoría 365 de 1991 y sus adicionales 1, 2, 3, 4, 5 y 6, celebrados entre CORPONARIÑO y el ingeniero Gerardo Gaeth Lemos fue la expiración del plazo estipulado y su liquidación se practicó una vez agotadas las diligencias para hacerla bilateralmente o por mutuo acuerdo. 

7. Los reconocimientos reclamados y supuestamente omitidos en la liquidación unilateral del contrato 365 de 1991 y sus adicionales
Para la Sala no se demostró que la liquidación unilateral practicada por la entidad demanda no se encuentra ajustada a derecho y acorde con la ejecución del contrato y sus adicionales.
Según el demandante la diferencia entre el valor total acumulado que él presenta por $811.240.866 con el señalado por la entidad demandada en la liquidación unilateral por $676.312.427 consiste en que supuestamente ésta desconoció la fuerza legal y contractual del acta convenio de 30 de noviembre de 1992 por valor de $134.928.439, reajustes, cuantías y el valor total de la propuesta presentada en el mes de abril de 1993. 

Sobre el primer punto, insiste, por un lado, en que la entidad pública le adeuda el valor del acta convenio de 30 de noviembre de 1992, pero, por otro lado, reconoce que se le pagó en un 85%, con lo cual de entrada es evidente que incurre en una contradicción que le resta eficacia, fuerza y credibilidad a sus argumentos. 

El acta de 30 de noviembre de 1992 no tiene la virtud de modificar el contrato y de adicionarlo en valor, pues, como lo anotó el juez a quo, no contiene una manifestación de voluntad en ese sentido, a lo que se agrega que tampoco fue suscrita por el representante legal de CORPONARIÑO, único que podía vincular válidamente a la entidad a través de los contratos adicionales a que hubiera lugar en la relación negocial en los términos del artículo 58 del Decreto 222 de 1983, según el cual “las adiciones relacionadas con el valor quedarán perfeccionadas una  vez suscrito el contrato y efectuado el  registro presupuestal. Las relaciones con el  plazo sólo requerirán firma del  jefe de la entidad contratante y prórroga de las garantías.” En efecto, dicha acta está suscrita solamente por el interventor y el contratista y en la misma se plasmó la necesidad de celebrar un otro sí al contrato número 365 de 1991 para modificar la cláusula séptima referente al plazo, con el fin de ampliarlo por tres (3) meses a partir de la terminación del inicial y aumentar su valor en la cifra indicada, razones por las cuales no configura un contrato adicional.
Sea lo que fuere en el proceso además se demostró que en las actas números 2, 3, 4, 7 y 20 final se le reconoció y canceló al contratista el valor de $110.019.484.00 por personal y costos directos adicionales que son parte de los $134.928.439 que reclama el actor con fundamento en el acta de 30 de noviembre de 1992, de manera que los conceptos entonces señalados en la misma quedaron incluidos en la proporción que fue ejecutada en la liquidación unilateral del contrato y con cargo al mismo y sus adicionales, sin que fuera menester para la entidad cancelar la diferencia de $24.908.955 por recursos no utilizados o causados. 
En este aspecto se observa que el valor total de los contratos suscritos por las partes asciende a $676.312.427 y de éste valor se hicieron actas de pago por $610.682.407 con base en lo efectivamente causado y ejecutado y se descontó $3.847.500 -por la actividad de desarrollo institucional-, arrojando la liquidación final la suma de $606.834.907,45, como reconocida a propósito de la relación contractual. Es decir, que la diferencia entre el valor total de los contratos y el valor final pagado, esto es, $69.477.519,55, corresponde a un valor no ejecutado.
En la realidad, no es extraño que el valor final cancelado no coincida con el valor pactado en el contrato, como ocurre en los contratos de suministro, obra y consultoría que son pagados por bien, obra, labor o servicio efectivamente entregado o realizado, de manera que en el sub lite el hecho de existir recursos por ejecutar no configura por sí solo título de reclamación, por cuanto además se requiere demostrar, mediante las pruebas correspondientes, que los valores reconocidos no remuneran totalmente el personal utilizado y los costos directos causados en el desarrollo del contrato. Ello es así, porque en los contratos conmutativos, como es el de consultoría, el contratista debe recibir la contraprestación de pago, por lo general, exacta al valor de la ejecución onerosa de las actividades realizadas a satisfacción (art. 1498 C.C.). 

Es decir, los hechos afirmados por el actor relacionados con sumas no reconocidas y pagadas deben tener fundamento en elementos de convicción aportados al proceso; sin embargo, a más de que en las actas de pago, cuentas de cobro y los otros documentos no aparecen objeciones o reclamaciones por parte del contratista y ahora demandante, éste tampoco aportó las pruebas que acreditaran el mayor personal utilizado o no facturado y por tanto no pagado, tales como informes, planillas de pago, recibos de afiliación a la seguridad social, etc. 

De otro lado, el contratista presentó una propuesta el 6 de abril de 1993, con el objeto de ejercer la interventoría técnica y administrativa para el desarrollo institucional del ente administrador de los servicios de acueducto y alcantarillado, por un costo total de $416.742.867 y pretende que se le reconozca la diferencia de $9.002.560.00, resultante entre el valor de la oferta y el de los contratos adicionales 365-3 y 365-6 por $407.740.307. A este respecto, es claro que la propuesta no fue aceptada por todo su valor por parte de la entidad demandada y de la misma se canceló, como aparece demostrado, el trabajo que fue efectivamente realizado según los contratos adicionales.

En síntesis, al tomar los valores finales resultado de verificar lo registrado en cada una de las actas parciales de pago (1 a 20), se constata que lo facturado por el propio contratista equivale a lo cancelado por la entidad como reconocimiento del recurso humano inicial y adicional, así como de los costos directos causados en el desarrollo del contrato. 
Adicionalmente, el actor pretende que se le reintegre el descuento por $3.847.500 que se efectuó en la liquidación unilateral, por concepto de la labor del ingeniero de sistemas, no obstante como sucedió en otros ítems
 sobre este tampoco aportó mayores consideraciones o pruebas para rebatir o desvirtuar el motivo por el cual se realizó tal descuento, consistentes en que el programa de facturación no funcionó en el municipio de Potosí debido a inconsistencias detectadas y pese a que se hicieron algunas correcciones al mismo, de suerte que una vez el interventor analizó las labores realizadas por el ingeniero frente a lo registrado en la propuesta del contratista de abril de 1993 infirió que esa era la cifra correcta por los servicios prestados por el citado profesional con ocasión de esa actividad (fls. 343 a 344 cd. ppal).

Así las cosas, se infiere que la diferencia entre el valor acumulado real del contrato 365 de 1991 y sus adicionales y el valor pagado obedece a sumas no causadas por personal ni costos directos del contrato, más el descuento arriba mencionado, por cuanto lo cancelado corresponde a lo ejecutado, según las actas de recibo 1 a 20 suscritas sin reparos por el contratista y el interventor, las cuales debían ser tenidas en cuenta en la liquidación final, en tanto el artículo 289 del Decreto ley 222 de 1983 señalaba que en las diligencias de liquidación se determinarán las sumas de dinero que haya recibido el contratista, entre otros elementos.
En este orden de ideas, la Sala concluye que el contratista no tenía derecho a la adición en tiempo y valor del contrato 365 de 1991 y que los actos administrativos demandados que contienen la liquidación unilateral no están viciados por falsa motivación ni expedición irregular, por cuanto ésta comprendió todos los reconocimientos a que tenía derecho el contratista en su ejecución, por lo que no tiene cabida el reconocimiento de una utilidad o indemnización de perjuicios por fuera de la relación contractual finiquitada.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia apelada, esto es, la proferida el 15 de febrero de 2000, por el Tribunal Administrativo de Nariño. 

SEGUNDO: DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen, una vez ejecutoriada esta providencia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

	STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO Presidenta de la Sala


	RUTH STELLA CORREA PALACIO




DANILO ROJAS BETANCOURTH
� El término para intentar la acción de controversias contractuales en este caso estaba previsto en el artículo 136 del C.C.A. -en su versión del Decreto 2304 de 1989-, esto es, dos años de ocurridos los motivos de hecho o de derecho que le sirvan de fundamento. La jurisprudencia de la Corporación había definido que en los contratos de ejecución sucesiva y en aquellos que requieran de liquidación, el término para demandar con ocasión de cualquiera de las incidencias que se presentaran en la relación negocial, apenas empezaba a computarse desde la liquidación del contrato. Vid. Sección Tercera, auto 8 de junio de 1995, exp.10.684 y sentencia de 22 de junio de 1995, exp. 9.965. En este caso el contrato de consultoría número 365 de 1991 y sus seis adicionales se liquidaron mediante Resolución n.° 115 de 7 de junio de 1995, confirmada en Resolución n.° 172-1 de 11 de agosto de 1995, de manera que al tiempo de la interposición de la demanda el 21 de diciembre de 1995, no había transcurrido la totalidad del plazo legal mencionado para instaurar la acción.


� El acervo probatorio obra en 12 cuadernos y está constituido por prueba documental aportada dentro de las respectivas oportunidades procesales por el actor con la demanda y por la demandada. Igualmente, obran varios testimonios y dictámenes periciales.


� Obra en el expediente copia del concepto de fecha 25 de noviembre de 1994 del asesor  jurídico externo -fls. 429-444 cd. ppal.- en el que señaló que “si CORPONARIÑO ha analizado la conveniencia de prorrogar por séptima vez el contrato 365-91 y ha llegado al convencimiento de que no resulta conveniente dicha prórroga por sobre todo debido a la falta de recursos oportunos y al costo o monto que implica dicha prórroga, bien puede decidir que dicho contrato no se prorrogue mas. (…) Ni por razones legales ni contractuales, CORPONARIÑO está obligada a mantener el vínculo creado según contrato 365-91”.


� De conformidad con la Ley 27 de 1982 y los decretos 3455 de 1983 y 272 de 1985. De ahí que en atención a su naturaleza de establecimiento público del orden nacional, CORPONARIÑO fuera sujeto del ámbito de aplicación del Decreto 222 de 1983, según lo señalado en el artículo 1 de este estatuto. 





� Dispone el precepto: “A partir de la promulgación de la presente ley, entrarán a regir el parágrafo del artículo 2o.; el literal l) del numeral 1o. y el numeral 9o. del artículo 24; las normas de este estatuto relacionadas con el contrato de concesión; el numeral 8o. del artículo 25; el numeral 5o., del artículo 32 sobre fiducia pública y encargo fiduciario; y los artículos 33, 34, 35, 36, 37 y 38, sobre servicios y actividades de telecomunicaciones”.





� “Aunque en materia contractual es cierta la aplicación de la ley vigente al momento de la celebración del contrato, en materia tributaria y contributiva no resulta correcta la pretendida extensión de las normas vigentes al momento de la celebración del contrato principal, porque, se repite, la Constitución Política, clara y perentoriamente determina que, las normas tributarias se aplican hacia el futuro.” Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 4 de febrero de 2010, exp. 16022.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 30 de octubre de 2003, exp. 17.213. En igual sentido, sentencias de 27 de enero de 2000, exp. 14.935, 2 de septiembre de 2004, exp. 14.578, y 11 de febrero de 2009, exp. 16.653.





� Actualmente el artículo 32 n°. 2o. de la Ley 80 de 1993 define el contrato de consultoría en forma similar: “Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. /Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos./Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio para el interventor entregar por escrito sus órdenes o sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro de los términos del respectivo contrato”.





� Consultoría: “actividad del consultor”; consultor: persona “[q]ue da su parecer, consultado sobre algún asunto; “[p]ersona experta en una materia sobre la que asesora profesionalmente. Diccionario de la Lengua Española.





� Vid. En este sentido, Mata, Ismael, “El contrato administrativo de consultoría” en AAVV. Contratos administrativos, t. II, Buenos Aires, Editorial Astrea 1982, págs. 226 y ss.


� Ídem, pág. 168.


� Al tenor del artículo 1551 del Código Civil “[e]l plazo es la época que se fija para el cumplimiento de una obligación”. Se ha entendido, también, en una perspectiva jurídica más amplia que abarca las obligaciones y derechos, que el plazo es “…un hecho futuro y cierto del que pende el goce actual o la extinción de un derecho…” (art. 1138 C.C.).





� El plazo ha sido un factor regulado dentro de las normas que tratan de los criterios de selección para la adjudicación en los procesos de contratación pública; así el artículo 33 del Decreto ley 222 de 1983, en el inciso segundo del artículo 33, lo establecía como uno de los factores a tener en cuenta en la evaluación de las propuestas; igualmente, en el inciso segundo del artículo 29 de la Ley 80 de 1993, se preveía como factor de escogencia, con la advertencia de que no podía ser el único para determinar las favorabilidad, e incluso “El menor plazo que se ofrezca inferior al solicitado en los pliegos, no será objeto de evaluación”; sin embargo, esta disposición fue derogada por la Ley 1150 de 2007 (art. 32), la cual en su artículo 5 rediseñó el principio–deber de selección objetiva de la oferta más favorable.





� En el Decreto ley 222 de 1983, normativa aplicable al contrato que dio origen al presente proceso, en su artículo 60 se estableció la precisión del plazo como estipulación obligatoria en el contrato.





� El artículo 1496 del Código Civil define que en el contrato bilateral, cuando las partes contratantes se obligan recíprocamente. 





� El contrato bilateral según el artículo 1498 ibídem puede ser oneroso y conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez”.


 


� El principio del “equilibrio financiero del contrato” o de la “honesta equivalencia de prestaciones”, con el que se trata de privilegiar el carácter conmutativo o sinalagmático que, por regla general, tiene el contrato estatal, en especial en aquellos de ejecución a mediano o largo plazo, medular en el régimen jurídico de la contratación pública, consiste, como es conocido, en garantizar el mantenimiento de la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos de las condiciones económicas iniciales determinadas al momento de ofertar o al tiempo de contratar, de manera que sí se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán las medidas necesarias para su restablecimiento, so pena de incurrir en una responsabilidad contractual tendiente a restituir tal equilibrio. 





� A la luz de lo dispuesto por el artículo 83 de la Constitución Política y el artículo 1603 del C.C. “la Buena fe -o bona fides- es un principio general del derecho que irradia todas las relaciones jurídicas, y significa fundamentalmente rectitud y honradez en el trato entre las personas en una determinada situación social y jurídica. Dicho de otro modo, es la ética media de comportamiento entre los particulares y entre éstos y el Estado con incidencia en el mundo del derecho, descansa en la confianza respecto de la conducta justa, recta, honesta y leal del otro, y se constituye en un comportamiento que resulta exigible a todos como un deber moral y jurídico propio de las relaciones humanas y negociales. En el ámbito de la contratación se traduce en la obligación de rectitud y honradez recíproca que deben observar las partes en la celebración, interpretación y ejecución de negocios jurídicos, esto es, el cumplimiento de los deberes de fidelidad, lealtad y corrección tanto en los actos, tratos o conversaciones preliminares enderezados a preparar la producción o formación del contrato, como durante el transcurso y terminación del vínculo jurídico contractual ya establecido.” Vid. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 3 de diciembre de 2007, exp. 24.715 y otros.  





� El principio de igualdad, se encuentra consagrado en la Constitución Política como pilar fundante del Estado (preámbulo), como derecho fundamental (art. 13) y como  principio de la función administrativa (art. 209). Este principio que se traduce en la expresión según la cual “la ley es igual para todos”, involucra en los términos de la Carta dos supuestos: el trato paritario e igualitario de las personas y el trato diferenciado a favor de grupos en condiciones diversas que lo justifican. De ello se desprende, de una parte, que cuando las condiciones de los destinatarios sean similares, y la norma o la actuación de la autoridad otorgan un tratamiento disímil a los mismos, se presentará una discriminación proscrita por la Constitución Política; y de otra parte, que cuando las condiciones de los destinatarios fueren diferentes, para dar cabal cumplimiento al derecho a la igualdad, la norma o la autoridad deberán dar un trato diferenciado que promueva una igualdad real y efectiva frente a los otros que no se encuentran en esa situación de desventaja. Vid. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 3 de diciembre de 2007, exp. 24.715 y otros. Visto desde otro ángulo, esto es, desde la perspectiva contractual, la administración pública, en virtud de los mayores intereses que persigue, le corresponde ejercer poderes de control y dirección de los contratos que celebra, con miras a obtener su efectiva y oportuna ejecución, para lo cual se le otorgan prerrogativas que rompen el principio de igualdad entre las partes del contrato que impera en el derecho privado, aunque no implican una discrecionalidad absoluta de aquélla, por cuanto sus actos son susceptibles de control judicial.





� Se aplica también en este ámbito el Código Civil que establece en el artículo 1625 los modos de extinción de las obligaciones: “Artículo 1625. Toda obligación puede extinguirse por una convención en que las partes interesadas, siendo capaces de disponer libremente de lo suyo, consientan en darla por nula. Las obligaciones se extinguen además en todo o en parte: / 1o.) Por la solución o pago efectivo. /2o.) Por la novación./ 3o.) Por la transacción. / 4o.) Por la remisión. / 5o.) Por la compensación. / 6o.) Por la confusión./ 7o.) Por la pérdida de la cosa que se debe. / 8o.) Por la declaración de nulidad o por la rescisión. / 9o.) Por el evento de la condición resolutoria. / 10.) Por la prescripción”.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 29 de enero de 1988, exp. 3615, la Sala ya había estimado ese término para liquidar de mutuo acuerdo los contratos, así: “… aunque la ley no lo diga, no quiere significar esto que la administración pueda hacerlo a su arbitrio, en cualquier tiempo. No, en esto la jurisprudencia ya ha tomado también partido. Se ha considerado como término plausible el de cuatro meses: dos para que el contratista aporte la documentación adecuada para la liquidación, y dos para que el trabajo se haga de común acuerdo. Si vence este último, la administración no podrá esperar más y deberá a proceder a la liquidación unilateral mediante resolución administrativa debidamente motivada…” -subraya la Sala- 





� Como aquellos a las que se refiere el concepto técnico de 10 de agosto de 1995, que hace parte de los actos administrativos que contienen la liquidación unilateral, entre esos, que en el acta n.° 1 se incluyó por error el valor del ingeniero de capacitación por $2.695.000, razón por la que fue necesario descontarlo en el acta n.° 4; y que debía mantenerse el descuento por valor de $1.942.687 del ingeniero contratado para implantar el programa de contabilidad, porque lo pagado equivale a lo autorizado, al igual que el descuento de $6.000.000 por la no entrega de memorias completas de los proyectos (cfr. fls. 328 a 349 cd. ppal.).





